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Señor Presidente, 
Señores Jueces, 

1. Las presentes conclusiones se refieren a 
tres asuntos acumulados mediante los cuales 
el Reino de España impugna Decisiones de la 
Comisión por las que declara que el Reino 
de España ha concedido ayudas de Estado en 
infracción de los artículos 92 y 93 del Tra­
tado. Si bien es cierto que algunos de los 
motivos alegados en los tres asuntos están 
relacionados entre sí, existen asimismo 
importantes diferencias. Por consiguiente, 
abordaré estos tres asuntos de forma suce­
siva. 

Asunto C-278/92 (Hytasa) 

2. Hilaturas y Tejidos Andaluces, S. A. (en 
lo sucesivo, «Hytasa»), fue creada como 
empresa privada, pero, en 1982, se hizo cargo 
de la misma un organismo del Estado espa­
ñol, la Dirección General del Patrimonio del 
Estado del Ministerio de Economía y 
Hacienda (en lo sucesivo, «Patrimonio del 
Estado») a causa de sus dificultades econó­
micas. Esta empresa fabrica diversos produc­
tos textiles en una serie de factorías situadas 

en Sevilla y la zona circundante. Las dificul­
tades económicas de Hytasa no desaparecie­
ron con la nacionalización y se puso en mar­
cha un programa de reestructuración 
financiado mediante una gran inyección de 
capital (6.600 millones de pesetas) realizada 
por el Estado, programa que duró hasta 
1986. 

3. Tras recibir una denuncia, la Comisión 
solicitó a las autoridades españolas, mediante 
escrito de 4 de abril de 1989, toda la informa­
ción relativa a las presuntas aportaciones de 
capital realizadas por el Estado tras la adhe­
sión de España a la Comunidad, el 1 de 
enero de 1986. El 24 de noviembre de 1989, 
las autoridades españolas informaron a la 
Comisión de que, desde 1986, Hytasa había 
recibido una aportación de capital de 7.100 
millones de pesetas, procedente de fondos 
públicos. 

4. El 30 de mayo de 1990, las autoridades 
españolas comunicaron a la Comisión que 
Hytasa se hallaba en proceso de privatiza­
ción. El proyecto de privatización preveía 
una aportación de capital a la compañía de 
4.300 millones de pesetas por parte del Patri­
monio del Estado, un precio de venta de 100 * Lengua original: inglés. 
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millones de pesetas y un incremento de capi­
tal de 3.700 millones de pesetas por cuenta 
del comprador. Se puso en marcha un pro­
grama de recuperación en cinco años, que 
presuponía un ascenso de las ventas de 
un 29 % y una reducción de la mano de obra 
de un 30 %. 

5. El 3 de agosto de 1990, la Comisión noti­
ficó al Reino de España su decisión de iniciar 
el procedimiento establecido en el apartado 2 
del artículo 93 del Tratado en relación con la 
aportación de capital de 7.100 millones de 
pesetas efectuada entre el 1 de enero de 1986 
y 1988 y en relación con las condiciones de 
la privatización proyectada. En esta fecha, la 
privatización ya se había realizado, pues 
Hytasa fue vendida el 25 de julio de 1990 a 
dos empresas privadas introducidas en la 
industria textil: Hilaturas Gossypium, S. A., 
e Industria Textil del Guadiana, S. A. 

6. En el procedimiento seguido al amparo 
del apartado 2 del artículo 93, el Reino de 
España alegó que las inyecciones de capital 
efectuadas entre 1986 y 1988 por un importe 
de 7.100 millones de pesetas no constituían 
ayudas de Estado, pues las inversiones reali­
zadas por el Gobierno respondían a criterios 
razonables, que también hubieran dictado el 
comportamiento de un inversor privado. El 
Reino de España alegó asimismo que dichas 
aportaciones se debieron a circunstancias 
generadas con anterioridad a la adhesión de 
España a la Comunidad. En cuanto al pro­
yecto de privatización, el Reino de España 
afirmó que no suponía una ayuda de Estado, 
por el hecho de que la empresa se vendió al 
mejor postor después de haber sido puesta a 

la venta en el mercado internacional. Alegó 
igualmente que para evaluar una empresa 
deben tenerse en cuenta las pérdidas de 
explotación registradas en el pasado reciente 
y el coste de la reducción de plantilla. El 
Reino de España expuso que incluso si la 
venta suponía una ayuda de Estado, dicha 
ayuda era compatible con el mercado común, 
ya que formaba parte de un programa de 
recuperación diseñado para propiciar la via­
bilidad económica de la empresa y que ésta 
estaba situada en Sevilla, zona clasificada por 
la Comisión entre las que pueden recibir 
ayudas de Estado de carácter regional. 

7. Durante la segunda mitad del año 1990 y 
la primera mitad del año 1991 parecen haber 
tenido lugar largas negociaciones entre el 
Reino de España y la Comisión, en las que se 
instó a España a presentar un programa de 
reestructuración revisado para Hytasa. 
España presentó dicho programa a la Comi­
sión el 13 de junio de 1991. 

8. La Decisión 92/317/CEE de la Comi­
sión 1 relativa a las ayudas concedidas por 
España a Hilaturas y Tejidos Andaluces, S. 
A., denominada actualmente Mediterráneo 
Técnica Textil, S. A., y a su comprador, fue 
adoptada el 25 de marzo de 1992. Según su 
artículo 1, las ayudas concedidas a Hytasa en 

1 — DO L 171, p. 54. 
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forma de aportaciones de capital por valor de 
7.100 millones de pesetas durante el perío­
do 1986-1988 fueron otorgadas de forma ile­
gal, por haberse infringido las normas de 
procedimiento establecidas en el apartado 3 
del artículo 93 del Tratado. Este artículo 
establece después que, no obstante, dichas 
ayudas cumplen los requisitos previstos en la 
letra c) del apartado 3 del artículo 92, y, por 
dicha razón, son compatibles con el mercado 
común. 

9. El artículo 2 de dicha Decisión dispone 
que la ayuda de Estado de 4.200 millones de 
pesetas contenida en la aportación de capital 
realizada por el Patrimonio del Estado a 
Hytasa antes de la privatización de dicha 
empresa en julio de 1990 es ilegal, dado que 
fue concedida en infracción del apartado 3 
del artículo 93 del Tratado. Se llega a la cifra 
de 4.200 millones de pesetas deduciendo 
los 100 millones de pesetas desembolsados 
por la adquisición de Hytasa de los 4.300 
millones de pesetas aportados por el Patri­
monio del Estado. El párrafo segundo del 
artículo 2 declara que dicha ayuda no cumple 
ninguno de los requisitos necesarios para la 
aplicación de alguna de las excepciones esta­
blecidas en los apartados 2 y 3 del artícu­
lo 92, por lo que resulta incompatible con el 
mercado común. 

10. El artículo 3 de la Decisión obliga al 
Patrimonio del Estado a recuperar de Medi­
terráneo Técnica Textil, S. A. (antes Hytasa), 
la ayuda de 4.200 millones de pesetas de con­
formidad con los procedimientos y con las 

disposiciones de la legislación nacional, en 
particular con las relativas a los intereses de 
demora. 

11. Según el artículo 4 de la Decisión men­
cionada, no podrá ejecutarse ningún tipo de 
acuerdo que prevea la compensación de los 
compradores por parte del Estado o del 
Patrimonio del Estado como consecuencia de 
la obligación de reembolso de la ayuda. 

12. El artículo 5 impone al Gobierno 
español la obligación de informar a la Comi­
sión, en el plazo de dos meses a partir de la 
fecha de notificación de la Decisión, de las 
medidas adoptadas para cumplir lo dispuesto 
en ella. 

13. Mediante recurso presentado en el Tri­
bunal de Justicia el 19 de junio de 1992, el 
Reino de España solicitó que se anularan los 
artículos 2, 3, 4 y 5 de la citada Decisión. En 
apoyo del mismo se invocan cinco motivos 
que paso a examinar por separado. 

Primer motivo 

14. Mediante el primer motivo, el Reino de 
España rebate la declaración de la Comisión 
de que la «intervención financiera» efectuada 
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con motivo de la privatización era ilegal por 
cuanto se habían infringido las normas de 
procedimiento previstas en el apartado 3 del 
artículo 93 del Tratado. El Reino de España 
destaca que en la parte V de la Decisión 
impugnada la Comisión afirmó: 

«Por lo que se refiere a la legalidad de las 
ayudas concedidas a Hytasa con arreglo al 
Derecho comunitario, debe concluirse que 
son ilegales, puesto que el Gobierno español 
no las notificó previamente a la Comisión, tal 
como prevé el apartado 3 del artículo 93 del 
Tratado CEE.» 

El Reino de España alega que la Comisión 
fue informada de las características esenciales 
de la intervención financiera el 30 de mayo 
de 1990; que el 25 de junio de 1990 se le 
comunicaron los elementos esenciales del 
contrato de venta de Hytasa y el 6 de julio 
de 1990, las cifras esenciales del programa de 
reestructuración. El Reino de España destaca 
que estas notificaciones tuvieron lugar antes 
del 25 de julio de 1990, fecha de la firma del 
contrato de venta, y antes de que la Comi­
sión le notificara, el 3 de agosto de 1990, la 
Decisión de iniciar el procedimiento a que se 
refiere el apartado 2 del artículo 93 del Tra­
tado. 

15. La Comisión señala con razón que este 
motivo es claramente infundado con arreglo 

al apartado 3 del artículo 93 del Tratado, el 
cual establece: 

«La Comisión será informada de los proyec­
tos dirigidos a conceder o modificar ayudas 
con la suficiente antelación para poder pre­
sentar sus observaciones. Si considerare que 
un proyecto no es compatible con el mer­
cado común con arreglo al artículo 92, la 
Comisión iniciará sin demora el procedi­
miento previsto en el apartado anterior. El 
Estado miembro interesado no podrá ejecu­
tar las medidas proyectadas antes de que en 
dicho procedimiento haya recaído decisión 
definitiva.» 

Por tanto, el mero hecho de que un Estado 
miembro haya notificado un proyecto diri­
gido a conceder ayudas no le autoriza a eje­
cutarlo de forma inmediata. Debe esperar a 
que la Comisión adopte una decisión defini­
tiva. La Comisión debe actuar con la debida 
diligencia y no puede hacer esperar a un 
Estado miembro indefinidamente. Tras un 
examen preliminar, debe decidir con rapidez 
si efectúa o no un examen completo de la 
ayuda a la luz del apartado 2 del artículo 93 
del Tratado. El Tribunal de Justicia declaró 
en la sentencia Lorenz/Alemania2 que la 
Comisión no actúa con la diligencia debida si 
en el plazo de dos meses no decide si va a 

2 — Sentencia de 11 de diciembre de 1973 (120/73, Rec. p. 1471), 
apartado 4. Véase también la sentencia de 20 de marzo 
de 1984, Alemania/Comisión (84/82, Rec. p. 1451), apar­
tado 11, así como los asuntos en ellas citados. 
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iniciar o no un examen completo con arreglo 
al apartado 2 del artículo 93. Transcurrido 
este plazo, el Estado miembro puede ejecutar 
el proyecto; sin embargo, los imperativos de 
seguridad jurídica exigen que se avise previa­
mente a la Comisión. 

16. En el presente caso, se desprende clara­
mente de la Decisión impugnada y de la rela­
ción de hechos expuesta en el recurso pre­
sentado por el Reino de España que la 
Comisión no fue informada sobre el pro­
yecto de privatización de Hytasa hasta el 30 
de mayo de 1990 y que las condiciones de 
venta no le fueron comunicadas hasta el 25 
de junio de 1990. Los detalles del programa 
de recuperación no le fueron comunicados 
hasta el 9 de julio de 1990. Por tanto, es evi­
dente que el Reino de España no podía pro­
ceder a la venta el 25 de julio de 1990. Al 
hacerlo, se infringieron de forma manifiesta 
las normas de procedimiento previstas en el 
artículo 93 del Tratado. 

Segundo motivo 

17. El Reino de España sostiene que la apor­
tación de capital recibida por Hytasa antes 
de su privatización no constituye una ayuda 
de Estado por las razones siguientes. 

18. En primer lugar, existía un equilibrio 
razonable entre los beneficios y las cargas 
previstos en el contrato de venta de Hytasa. 

La Comisión simplifica excesivamente los 
hechos cuando afirma que la única obliga­
ción aceptada por el adquirente de Hytasa 
era el pago del precio de 100 millones de 
pesetas a cambio de la compra de una 
empresa que acababa de recibir una inyec­
ción de capital de 4.300 millones de pesetas. 
Los compradores se comprometieron tam­
bién a llevar a cabo un programa de reestruc­
turación para propiciar la viabilidad de la 
empresa. Este proyecto les obligaba a acome­
ter un plan de inversiones de 2.500 millones 
de pesetas y una reducción de plantilla que 
representaba un coste suplementario de 2.040 
millones de pesetas. En el contrato de venta 
consta también la renuncia de los comprado­
res a una reclamación de Hytasa contra el 
Estado por importe de 822.750.396 pesetas. 
Dicha reclamación había sido reconocida por 
el Tribunal Supremo español. 

19. El Reino de España alega que, desde el 
punto de vista del Patrimonio del Estado, la 
privatización supuso para el Estado unos 
beneficios muy superiores al simple precio 
de venta de 100 millones de pesetas que 
había recibido. La alternativa a la privatiza­
ción era la liquidación que habría exigido un 
desembolso de 5.312.600.000 pesetas. El 
Reino de España llega a esta cifra teniendo 
en cuenta el valor ajustado del activo de la 
compañía (8.741.800.000 pesetas), el valor 
ajustado de su pasivo (6.388 millones de 
pesetas) y el coste de los despidos 
(7.666.400.000 pesetas): véase el informe que 
figura en el Anexo VI al escrito de recurso, 
en la página 19. Por consiguiente, el Reino de 
España aduce que desde el punto de vista 
estrictamente financiero —es decir, sin tener 
en cuenta los costes sociales que supondría la 
liquidación de Hytasa—, el proyecto de pri­
vatización era beneficioso para el Patrimonio 
del Estado. 
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20. El Reino de España alega asimismo que 
debe considerarse el menoscabo que sufriría 
la imagen del Patrimonio del Estado si 
Hytasa fuera objeto de liquidación. 

21. En segundo lugar, Hytasa fue vendida al 
mejor postor con arreglo a un procedimiento 
conforme con el Derecho comunitario. Aquí, 
el Reino de España se remite a un pasaje de 
la Decisión impugnada en el que la Comisión 
declara que para garantizar que no existe 
ningún elemento de ayuda de Estado debe 
probarse no sólo que la empresa fue adjudi­
cada al mejor postor, sino también que «la 
venta tuvo lugar en una licitación abierta e 
incondicional, es decir, mediante un procedi­
miento de licitación en el que se invite a 
cualquier posible comprador a presentar una 
oferta por la compañía, y sin que el Estado 
imponga condición alguna para formalizar la 
venta».3 La Decisión impugnada sigue 
diciendo que el Estado español impuso 
determinadas condiciones a los compradores, 
«limitando temporalmente la enajenación de 
la participación adquirida». 

22. El Reino de España alega que Hytasa fue 
ofrecida a 160 compradores potenciales, no 
todos españoles. Las condiciones del con­
trato no fueron fijadas de antemano, sino 
negociadas con los compradores. Son equili­
bradas, proporcionadas y guardan una rela­
ción directa con el objeto del contrato. La 
condición que prohibe enajenar Hytasa 

durante un cierto período se impuso con la 
intención de evitar la especulación. 

23. En tercer lugar, la inyección de capital 
efectuada a Hytasa por el Patrimonio del 
Estado constituye una acción que cualquier 
inversor privado habría realizado. El Reino 
de España cita la sentencia 
Bélgica/Comisión, 4 en la que el Tribunal de 
Justicia juzgó que un aumento de capital en 
una empresa de propiedad estatal financiado 
con fondos públicos no constituye una 
ayuda de Estado si la empresa habría podido 
obtener las sumas de que se trata en los mer­
cados privados de capitales, esto es, «si, en 
circunstancias similares un socio privado 
habría procedido a una aportación de capital 
semejante, basándose en las posibilidades 
previsibles de rentabilidad y haciendo abs­
tracción de cualquier consideración de tipo 
social o de política regional o sectorial».5 

24. El Reino de España alega que cualquier 
inversor privado hubiera aceptado pagar una 
cantidad de 3.377.300.000 pesetas (es decir, 
4.200 millones de pesetas menos 822.700.000 
pesetas, 6 que es la deuda reconocida en sen-

3 — Decisión 92/317, parte IV, párrafo sexto. 

4 — Sentencia de 10 de julio de 1986 (234/84, Rec. p. 2263). 
5 — Sentencia citada en la nota 4, apartado 14. 
6 — El Reino de España cita a veces la cifra exacta indicada en el 

punto 18 supra, y en ocasiones redondea la cifra. 
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tenda a la que se ha hecho alusión en el 
punto 18) para desembarazarse de la com­
pañía cuya previsión de pérdidas para los tres 
años siguientes era de 5.000 millones de pese­
tas y que sólo podría haberse liquidado a un 
coste de 5.312.600.000 pesetas. El Reino de 
España afirma que en la sentencia 
Italia/Comisión (ENI-Lanerossi) 7 el Tribu­
nal de Justicia aceptó la aportación de capital 
de una sociedad matriz con el fin de permitir 
que el cese de las actividades de una de sus 
filiales se produjera en las mejores condicio­
nes, y que una de las consideraciones más 
importantes tenidas en cuenta fue el mante­
nimiento de la imagen de la sociedad matriz. 
La imagen del Patrimonio del Estado sufriría 
un grave perjuicio si cerrara una de sus 
empresas en una zona deprimida desde el 
punto de vista social y con un alto porcentaje 
de desempleo. Una empresa privada en la 
misma situación que el Patrimonio del 
Estado sería también sensible a la presión 
sindical o política. 

25. En cuarto lugar, la Decisión impugnada 
no acredita que el mercado comunitario de 
los productos acabados de algodón y de lana 
se viera afectado por la operación financiera 
llevada a cabo por el Patrimonio del Estado. 
La Decisión recurrida se refiere exclusiva­
mente al mercado de hilados y tejidos. Tras 
la venta de Hytasa, dicha empresa dejará de 
suministrar tales productos y se convertirá 
en consumidor de los mismos. En lo que res­
pecta a los productos acabados, sobre los que 
Hytasa va a concentrar sus actividades en el 
futuro, la Comisión se limita a lamentarse 
—en la Decisión impugnada— de la falta de 
estadísticas. 

26. Considero que ninguna de las alegacio­
nes anteriores puede desvirtuar la declaración 
de la Comisión según la cual la acción del 
Gobierno español, consistente en inyectar a 
una empresa estatal 4.300 millones de pesetas 
procedentes de fondos públicos y simultá­
neamente estipular la venta de la compañía 
por 100 millones de pesetas, equivale a la 
concesión de una ayuda de Estado. 

27. En cuanto a la alegación de que existía 
un equilibrio razonable entre los beneficios y 
las cargas previstos en el contrato de venta de 
Hytasa, opino que no es la forma más ade­
cuada de enfocar la cuestión de si el 
Gobierno español concedió una ayuda de 
Estado a los compradores de Hytasa o la 
cuestión del importe de la ayuda estatal con­
cedida. Dichas cuestiones deben responderse 
no tanto en función de los beneficios confe­
ridos (o de las cargas impuestas) al supuesto 
receptor de la ayuda, sino en función del 
coste neto que la operación supuso para el 
Estado. El enfoque adoptado por el Reino de 
España haría casi imposible, en las circuns­
tancias del presente caso, cuantificar la ayuda 
financiera prestada a los compradores de 
Hytasa, habida cuenta de que algunas de las 
cargas presuntamente asumidas por éstos no 
pueden medirse en términos pecuniarios. 

28. Si bien se sugiere en ocasiones que la 
ayuda financiera prestada por el Estado debe 7 — Sentencia de 21 de marzo de 1991 (C-303/88, Rec. p. I-1433). 
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ser gratuita para poder calificarla de ayuda de 
Estado,8 la tesis más plausible es indudable­
mente que existe ayuda de Estado siempre 
que un Estado miembro aporte a una 
empresa un capital que, en circunstancias 
normales, un inversor privado no aportaría 
aplicando criterios normales de mercado, 
abstracción hecha de consideraciones de 
orden social, político o filantrópico. 

29. El Reino de España reconoce que el «cri­
terio del inversor privado» es el criterio esen­
cial, pero intenta demostrar que su acción era 
coherente con dicho criterio ya que la única 
alternativa —a saber, la liquidación de 
Hytasa— habría resultado más gravosa para 
el Estado. El fallo de esta alegación es que, 
como Hytasa se constituyó como sociedad 
anónima, el Patrimonio del Estado, en tanto 
que propietario de su capital social, no habría 
tenido que aportar más dinero a la sociedad 
durante el proceso de liquidación. Si el 
pasivo de la empresa sobrepasaba su activo, 
los acreedores no podrían haberse dirigido 
contra el Patrimonio del Estado para obtener 
el pago de la diferencia. Como destaca acer­
tadamente la Comisión, debe establecerse 
una distinción entre las obligaciones del 
Patrimonio del Estado, como propietario del 
capital social de Hytasa, y las obligaciones 
del Estado español como garante de las pres­
taciones de seguridad social y de desempleo. 

Este último tipo de obligación no puede 
tenerse en cuenta a efectos del criterio del 
inversor privado. 

30. Vistas las cosas desde esta óptica, muchas 
de las cuestiones ampliamente debatidas por 
las partes pierden relevancia. Es indudable 
que el hecho admitido de que Hytasa fuera 
vendida al mejor postor mediante un proce­
dimiento de licitación correcto es irrelevante. 
Que otras empresas se negaran a hacerse 
cargo de Hytasa, a menos que el Estado efec­
tuara una contribución financiera aún mayor 
como incentivo, no demuestra que las condi­
ciones pactadas con el adjudicatario no cons­
tituyan una ayuda de Estado. También es 
improcedente, a mi juicio, la alegación 
basada en la necesidad de salvaguardar la 
imagen del Patrimonio del Estado. Es difícil 
aceptar que un «holding» estatal se preocupe 
tanto por el perjuicio que sufriría su imagen 
global como consecuencia del fracaso de una 
de sus empresas que ofrezca, sólo por esa 
razón, enormes sumas a una empresa privada 
como incentivo para que se haga cargo de la 
misma. 

31. Más dificultad presenta la cuestión de la 
deuda de 822.750.396 pesetas, reconocida en 
sentencia, presuntamente contraída por el 
Estado español con Hytasa, a la que los 
adquirentes de la empresa aceptaron renun-

8 — Despina Schina, State Aids under the EEC Treaty 
— Articles 92 to 94, Oxford, 1987, p. 15, punto 50. Este 
punto de vista es rebatido por Wenig: Kommentar zum 
EWG Vertrag, 4." ed., Groeben, Thiesing y Ehlermann (edi­
tores), p. 2645, punto 5; véase asimismo Bellamy and Child: 
Common Market Law of Competition, 3.a ed., puntos 14-
004, y Hancher, Ottervanger and Slot: EC State Aids, 
1993, p. 21, punto 2.6. 
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ciar según las cláusulas del contrato de venta. 
En principio, si el Estado español debía a 
Hytasa una cierta suma de dinero como con­
secuencia de una transacción comercial nor­
mal (y por tanto no como resultado de un 
compromiso de concesión de algún tipo de 
ayuda de Estado) y si los compradores de 
Hytasa aceptaron renunciar a dicha reclama­
ción, sería lógico computar dicha cantidad al 
calcular el importe de la ayuda concedida a 
Hytasa. (Este tema no afecta, naturalmente, a 
la cuestión de si Hytasa y sus compradores 
obtuvieron ayudas de Estado; afecta tan sólo 
a la cuantificación de la ayuda.) Sin embargo, 
como señala la Comisión, el Reino de España 
no expuso claramente este asunto a la Comi­
sión durante el procedimiento seguido al 
amparo del artículo 93 del Tratado. La 
Comisión sólo tenía conocimiento de que 
una cláusula del contrato de venta preveía la 
renuncia de posibles derechos contra el 
Estado reconocidos en una sentencia del Tri­
bunal Supremo. En consecuencia, no alcanzo 
a comprender cómo puede anularse, siquiera 
parcialmente, por este motivo, la Decisión 
adoptada por la Comisión al término de 
dicho procedimiento. 

32. La última cuestión que suscita el 
segundo motivo alegado por el Reino de 
España es si la ayuda concedida a Hytasa 
afectó al comercio entre los Estados miem­
bros. La pertinencia de esta cuestión resulta 
del hecho de que el apartado 1 del artículo 92 
del Tratado prohibe las ayudas otorgadas por 
los Estados sólo en la medida en que pro­
duzcan tal efecto. 

33. De la jurisprudencia del Tribunal de Jus­
ticia se deduce claramente que el requisito 

del efecto sobre el comercio entre los Esta­
dos miembros se cumple fácilmente. En la 
sentencia Philip Morris/Comisión, 9 el Tri­
bunal de Justicia declaró: 

«Cuando una ayuda estatal fortalece la posi­
ción de una empresa frente a otras empresas 
que compiten con ésta en el mercado intra­
comunitario, se debe considerar que dicha 
ayuda afecta a las empresas competidoras.» 

34. Es obvio que una ayuda de Estado puede 
afectar a los intercambios entre los Estados 
miembros si el beneficiario, cuya competiti-
vidad resulta fortalecida por la ayuda, 
exporta una cantidad considerable de mer­
cancías a otros Estados miembros. La ayuda 
puede producir este mismo efecto en el caso 
de que el beneficiario no exporte mercancías 
a otros Estados miembros, en la medida en 
que la ayuda le permita aumentar su produc­
ción y reducir así el mercado potencial de 
mercancías importadas de otros Estado 
miembros. 10 La ayuda puede afectar a los 
intercambios entre los Estados miembros 
incluso en aquellos casos en que el beneficia­
rio exporta la práctica totalidad de su pro­
ducción fuera de la Comunidad, teniendo en 
cuenta la «interdependencia de los mercados 
en los que actúan las empresas comunita­
rias». 11 

9 — Sentencia de 17 de septiembre de 1980 (730/79, Rec. 
p. 2671), apartado 11. 

10 — Sentencia de 13 de julio de 1988, Francia/Comisión (102/87, 
Rec. p. 4067), apartado 19. 

11 — Sentencia de 21 de marzo de 1990, Bélgica/Comisión, deno­
minada «Tubemeuse» (C-142/87 Rec. p. I-959), apartado 35. 
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35. En el presente asunto, el Estado desem­
bolsó importantes sumas de dinero para evi­
tar la desaparición de una fábrica textil que 
no habría podido sobrevivir si se hubiera 
permitido a las fuerzas del mercado operar 
libremente. El resultado es que dicha 
empresa fabricará grandes cantidades de pro­
ductos para su venta en España, en otros 
Estados miembros o fuera de la Comunidad. 
Los productos de que se trata son los tejidos 
y productos acabados de lana y algodón. N o 
es preciso una gran cantidad de estadísticas o 
volúmenes de informes de la Organización 
de Cooperación y Desarrollo Económico 
(OCDE) para saber que dichos productos 
son exportados tanto a otros países de la 
Comunidad como fuera de ella: chaquetas, 
pantalones, faldas y camisas fabricadas en 
Sevilla pueden satisfacer las necesidades del 
consumidor de Hamburgo, París y Atenas, al 
igual que sábanas, toallas, manteles y serville­
tas producidas en Lancashire pueden llegar a 
los hogares andaluces. Estimo que, en las cir­
cunstancias del presente caso, no cabe alegar 
seriamente que la ayuda concedida a los 
compradores de Hytasa no haya afectado de 
forma apreciable al comercio entre los Esta­
dos miembros. 

Tercer motivo 

36. El Reino de España alega que, aunque la 
inyección de capital llevada a cabo por el 
Patrimonio del Estado y la venta simultánea 
de Hytasa constituyeran una ayuda de 
Estado, ésta debería haberse declarado com­
patible con el mercado común según lo pre­
visto en las letras a) y c) del apartado 3 del 
artículo 92 del Tratado. 

37. El Reino de España afirma, en primer 
lugar, que parece ser un hecho admitido que 
Sevilla es, en principio, una región que puede 
recibir ayudas de Estado con arreglo a lo dis­
puesto en la letra a) del apartado 3 del artí­
culo 92, la cual permite conceder ayudas des­
tinadas a favorecer el desarrollo económico 
de regiones en las que el nivel de vida es 
anormalmente bajo o en las que exista una 
grave situación de subempieo. 

38. El Reino de España reprocha a la Comi­
sión el haber declarado en la Decisión 
impugnada que el importe de la ayuda con­
cedida (4.200 millones de pesetas, según la 
Comisión) superaba con mucho la suma 
invertida por los compradores de Hytasa 
(2.500 millones de pesetas). Afirma que se 
exigió a los compradores la puesta en marcha 
de un plan de recuperación para Hytasa y un 
gasto de 2.040 millones de pesetas, aproxima­
damente, a fin de amortizar 314 puestos de 
trabajo. 

39. El Reino de España alega que la ayuda 
está justificada en virtud de lo dispuesto en la 
letra a) del apartado 3 del artículo 92 porque 
sus beneficiosos efectos sobre la región sevi­
llana, en la cual se conservaron 700 puestos 
de trabajo, compensaron los efectos negati­
vos provocados por una mínima distorsión 
de la competencia. 

40. La parte demandante aduce asimismo 
que la ayuda es justificable al amparo de la 
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letra c) del apartado 3 del artículo 92, según 
la cual pueden considerarse compatibles con 
el mercado común las ayudas destinadas a 
facilitar el desarrollo de determinadas activi­
dades o de determinadas regiones económi­
cas, siempre que no alteren las condiciones 
de los intercambios en forma contraria al 
interés común. 

41. La preocupación esencial a lo largo de 
todo el proceso de privatización era, según el 
Gobierno español, la de restablecer la viabi­
lidad de la compañía mediante un cambio 
sustancial en la orientación de su producción, 
la aportación de un valioso «know-how» 
(conocimientos secretos no patentados), 
diseño, moda e innovación tecnológica. El 
programa de recuperación preveía una 
importante reducción de la plantilla de 
Hytasa: el número de trabajadores debía 
reducirse de 1.034 a 720. La compañía debía 
disminuir su producción de hilados y tejidos 
en cantidades que oscilaban entre el 20,8 % y 
el 30,2 % y la venta de dichos productos 
debía cesar por completo (dado que la pro­
ducción sería destinada a uso interno para la 
fabricación de los productos acabados). En el 
futuro, la empresa se concentraría en la fabri­
cación de productos acabados. 

42. El Reino de España critica la afirmación 
de la Comisión según la cual el programa de 
recuperación no era el adecuado para resta­
blecer la viabilidad de la empresa. El Reino 
de España cita la sentencia Intermills/ 
Comisión,12 en la que el Tribunal de Justi­

cia estimó que la Comisión no había demos­
trado «por qué la acción del demandante 
sobre el mercado, como consecuencia de la 
reorientación de su producción a raíz del 
otorgamiento de la ayuda, sería capaz de 
alterar las condiciones de los intercambios 
hasta tal punto que la desaparición de la 
empresa hubiera sido preferible a su sanea­
miento». 13 

43. Procede destacar que el Reino de España 
ha invocado las letras a) y c) del apartado 3 
del artículo 92 del Tratado. Habida cuenta de 
que ambas disposiciones permiten considerar 
compatibles con el mercado común las ayu­
das destinadas a favorecer el desarrollo de 
ciertas regiones, existe una evidente coinci­
dencia entre ellas. Existen, sin embargo, algu­
nas diferencias importantes: en particular, la 
letra a) contempla únicamente las ayudas 
regionales, y su aplicación se limita a aquellas 
«regiones en las que el nivel de vida sea anor­
malmente bajo o en las que exista una grave 
situación de subempieo»; la letra c), en cam­
bio, permite a la Comisión autorizar, además 
de ayudas regionales (que en la letra c) no 
están limitadas a regiones especialmente des­
favorecidas), ayudas sectoriales, es decir, ayu­
das destinadas a facilitar el desarrollo de 
determinadas actividades. Por consiguiente, 
la letra c) tiene una aplicación ilimitada desde 
el punto de vista geográfico, lo que probable­
mente explica por qué los autores del Tra­
tado sometieron su aplicación a otra condi­
ción —que no figura en la letra a)— que las 
ayudas «no alteren las condiciones de los 
intercambios en forma contraria al interés 
común». 

12 — Sentencia de 14 de noviembre de 1984 (323/82, Rec. 
p. 3809). 13 — Sentencia citada en la nota 12, apartado 39. 
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44. Estas dos disposiciones coinciden en que 
confieren a la Comisión un amplio margen 
de apreciación. En la sentencia 
Francia/Comisión, denominada «Bous-
sac», 14 el Tribunal de Justicia declaró: 

«Procede recordar que, en el ámbito del 
apartado 3 del artículo 92 del Tratado, la 
Comisión goza de una amplia facultad de 
apreciación, cuyo ejercicio implica valoracio­
nes de tipo económico y social que deben 
efectuarse en el contexto comunitario.» 

45. N o se discute, en el presente asunto, que 
Sevilla sea una región aquejada de un grave 
subempieo, lo que significa que la letra a) del 
apartado 3 del artículo 92 es aplicable, en 
principio. Como he señalado con anteriori­
dad, esta disposición no exige expresamente 
que la Comisión esté convencida de que la 
ayuda no alterará las condiciones de los 
intercambios en una medida contraria al 
interés común. Esto no significa, por 
supuesto, que la Comisión puede descuidar 
totalmente el interés común al aplicar la letra 
a) del apartado 3 del artículo 92; pero la dife­
rente redacción de las disposiciones de las 
letras a) y c) del apartado 3 del artículo 92 
implica claramente que la Comisión debe 
conceder a los Estados miembros mayor 
libertad respecto a las ayudas otorgadas a 

empresas situadas en regiones que sufren una 
grave situación de subempieo. En la Decisión 
impugnada existen pocos indicios de que la 
Comisión haya efectuado tal distinción, aun­
que la Comisión haya tratado por separado 
la posible aplicación de las letras a) y c). 

46. Las razones expuestas en la Decisión 
recurrida para negarse a aplicar la letra a) del 
apartado 3 del artículo 92 figuran en los 
párrafos séptimo, octavo, noveno y décimo 
de la parte VI de la Decisión. Los citaré en su 
totalidad: 

«En cuanto a la ayuda estatal de 4.200 millo­
nes de pesetas a Hytasa, representada por la 
aportación de capital realizada justo antes de 
la venta de la compañía, la letra a) del apar­
tado 3 del artículo 92 prevé una excepción 
para las ayudas destinadas a favorecer el 
desarrollo económico de regiones en las que 
el nivel de vida sea anormalmente bajo o en 
las que exista una grave situación de desem­
pleo. A este respecto debe señalarse que, 
aunque Hytasa se halla establecida en Sevilla, 
que es una región protegida con arreglo a la 
letra a) del apartado 3 del artículo 92, y cum­
ple los requisitos para recibir ayuda regional, 
la decisión de otorgar la ayuda a Hytasa no 
se tomó al amparo de los programas de 
ayuda regional correspondientes, sino de 
acuerdo con decisiones específicas del 
Gobierno español, en forma de aportaciones 
discrecionales de capital. 

14 — Véase la sentencia de 14 de febrero de 1990 (C-301/87, Rec. 
p. I-307), apartado 49. Véanse, asimismo, la sentencia Phi­
lips Morris/Comisión, antes citada en la nota 9, aparta­
dos 17 y 24, y la sentencia de 24 de febrero de 1987, 
Deufil/Comisión (310/85, Rec. p. 901), apartado 18. 
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Incluso si la ayuda en cuestión se considerase 
ayuda regional, no cumpliría tampoco los 
requisitos de compatibilidad fijados por la 
letra a) del apartado 3 del artículo 92, ya que 
la ayuda concedida en función de lo dis­
puesto por dicho artículo debe contribuir al 
desarrollo a largo plazo de la región —lo 
que, en este caso, significa que la ayuda debía 
servir como mínimo para restablecer la viabi­
lidad de la compañía, objetivo que no se 
alcanzó en el caso de Hytasa, a juzgar por la 
información remitida hasta la fecha a la 
Comisión (este aspecto ya se ha tratado en la 
parte IV)— sin tener efectos negativos 
inaceptables sobre las condiciones de compe­
tencia en el interior de la Comunidad. 

Por otra parte, es cierto que la ayuda de 
4.200 millones de pesetas fue concedida por 
el Estado con la condición explícita de que 
Hytasa usara parte de la misma en inversio­
nes. Este requisito constituye un imperativo 
aplicable a las ayudas para facilitar el desa­
rrollo de determinadas áreas económicas, 
como se estableció en la Comunicación 
de 1979 de la Comisión sobre los principios 
de coordinación de los planes de ayuda 
regional.15 N o obstante, las ayudas concedi­
das a Hytasa no pueden considerarse simple­
mente por ello como automáticamente com­
patibles con el mercado común, dado que al 
concederse al margen de los regímenes de 
ayuda ya aprobados para esta región por la 
Comisión, esta última debe considerar la 
compatibilidad de las mismas con el mercado 
común con arreglo a sus propias circunstan­
cias, verificando, entre otras cuestiones, que 
los proyectos de inversión objeto de las ayu­
das se ajusten al interés de la Comunidad en 

el sector de que se trate y que contribuyan a 
una reestructuración sólida de la empresa 
(estos dos aspectos se tratan más adelante). 

En todo caso, la ayuda de 4.200 millones de 
pesetas supera ampliamente el nivel de inver­
siones de 2.500 millones de pesetas previsto 
por la compañía, lo que resulta inaceptable 
para las ayudas a la inversión.» 

47. N o puede censurarse a la Comisión por 
estimar que las ayudas concedidas con arre­
glo a letra a) del apartado 3 del artículo 92 
deben contribuir al desarrollo a largo plazo 
de la región de que se trate, sirviendo en 
casos como el presente para restablecer la 
viabilidad de la compañía. Cualquier otro 
enfoque daría paso a ayudas de funciona­
miento, cuyas nefastas consecuencias son 
reconocidas por todos. 

48. La cuestión clave, por consiguiente, es si 
el programa de reestructuración aceptado 
por los compradores de Hytasa puede alcan­
zar el resultado perseguido. Desgraciada­
mente, la motivación dedicada a este punto 
en la Decisión recurrida es extremadamente 
breve. 15 — DO n° C 31 de 3.2.1979, p. 9. 
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49. El pasaje antes citado no trata de explicar 
por qué el programa de reestructuración no 
lograría restablecer la viabilidad de Hytasa a 
largo plazo. Es cierto que en dicho pasaje se 
afirma en dos ocasiones que esa cuestión 
esencial se trata en otra parte de la Decisión. 
Por ejemplo, en el párrafo segundo del pasaje 
mencionado (párrafo octavo de la parte VI) 
se afirma que el fracaso en la consecución del 
objetivo de restablecer la viabilidad de la 
compañía se examinó en la parte IV. Y al 
final del penúltimo párrafo del pasaje citado 
(párrafo noveno de la parte VI) se afirma que 
las cuestiones de si los proyectos de inver­
sión de Hytasa se ajustan al interés de la 
Comunidad y de si contribuyen a una rees­
tructuración sólida de la empresa «se tratan 
más adelante». 

50. En realidad, la parte IV versa sobre cues­
tiones totalmente diferentes, y presumo que 
la referencia a ésta parte es un error, ya que 
es la parte III la que aborda el tema de la 
solidez del programa de reestructuración. 
Analizaré brevemente la parte III. No es 
totalmente exacta la afirmación de que la 
cuestión de si los proyectos de inversión de 
Hytasa contribuyen a una reestructuración 
sólida de la empresa «se trata más adelante». 
El resto de la Decisión no da motivos para 
considerar que los proyectos de inversión no 
alcanzarían el resultado perseguido. Es cierto 
que la parte VI de la Decisión concluye con 
la afirmación de que la ayuda concedida a 
Hytasa altera las condiciones de los inter­
cambios intracomunitarios en forma contra­
ria al interés común «al no contribuir a una 

verdadera reestructuración que garantice ple­
namente la viabilidad de la empresa»; pero 
no se motiva esta afirmación. En realidad, los 
párrafos que preceden tratan aspectos muy 
diferentes del programa de reestructuración: 
atacan el programa alegando que no contem­
pla la eliminación de activos productivos, lo 
que significa que la compañía podría volver a 
ampliar su campo de actividades recurriendo 
a la capacidad de producción que ha dejado 
de explotar, y critican la ejecución del pro­
grama alegando que el 1 de agosto de 1991 la 
reducción de plantilla sólo había afectado 
a 260 trabajadores, a algunos de los cuales a 
través de despidos temporales, lo que impli­
caba una vez más la posibilidad de una nueva 
ampliación del campo de actividades. Estos 
aspectos pueden ser significativos, en la 
medida en que afectan a la cuestión de si los 
compradores de Hytasa se habían compro­
metido verdaderamente a reducir a largo 
plazo las actividades de la compañía; sin 
embargo, no guardan relación con la cuestión 
esencial de si el programa de reestructuración 
podía restablecer o no la viabilidad de la 
empresa. 

51. Respecto a la parte III de la Decisión, 
cabe decir que prácticamente no hace refe­
rencia alguna a la cuestión de por qué el pro­
grama de reestructuración no lograría resta­
blecer la viabilidad de Hytasa. Esta parte se 
refiere a un programa de reestructuración 
revisado presentado por las autoridades espa­
ñolas a la Comisión el 13 de junio de 1991. 
El programa contemplaba «cambios radicales 
en la política comercial y de producción de 
Hytasa». En especial, la empresa sólo ven-
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dería productos finales, producción que 
incrementaría entre el 50 % y el 320 %, en 
función del producto, y reduciría sus opera­
ciones de hilado y tejido entre el 13 % y 
el 25 %. 16 Este mismo programa revisado 
preveía una mano de obra de 720 unidades y 
unos rendimientos de 716 millones de pese­
tas (el 9 % del margen sobre las ventas) 
durante el último año. Tras resumir así el 
programa revisado la Decisión impugnada 
dice: 

«Una comparación entre los dos programas 
pone de relieve varios puntos que podrían 
suscitar dudas en cuanto a lo razonable de 
sus supuestos o de sus resultados; en reali­
dad, las contradicciones entre ambos progra­
mas impiden a la Comisión dar por buena la 
positiva previsión final del programa revi­
sado. 

En particular, en el programa revisado, el 
Gobierno español no ofrece explicación 
alguna sobre los medios con que se pretende 
incrementar en un 23 % el valor global de las 
ventas, cuando al mismo tiempo la empresa 
va a dejar de vender los hilados y tejidos sin 
desbastar que todavía se contemplaban en el 
primer programa, y cuando, a grandes ras­
gos, va a mantener la venta de telas y pro­
ductos acabados al mismo nivel que en el 
primer programa. Además, no se justifica la 
existencia de una mano de obra más 

numerosa (720 en lugar de 700) cuando se 
prevé una reducción de la producción.» 

52. Esta motivación parece absolutamente 
inadecuada, especialmente si se tiene en 
cuenta que la viabilidad de Hytasa a la luz 
del programa de reestructuración es una 
cuestión de crucial importancia. Si bien es 
cierto que en el ámbito del apartado 3 del 
artículo 92 del Tratado la Comisión goza de 
una amplia facultad de apreciación, está obli­
gada como mínimo a aportar una motivación 
coherente, aunque concisa, de sus declaracio­
nes sobre este punto esencial. 

53. Existen otros dos aspectos en los que la 
motivación de la Decisión impugnada resulta 
insuficiente. 

54. Primero: La Decisión indica (en el 
párrafo décimo de la parte VI) que «la ayuda 
de 4.200 millones de pesetas supera amplia­
mente el nivel de inversiones de 2.500 millo­
nes de pesetas previsto por la compañía, lo 
que resulta inaceptable para las ayudas a la 
inversión.» El Reino de España está en lo 
cierto, en mi opinión, cuando critica a la 
Comisión en el sentido de que debería haber 
tenido en cuenta no sólo los 2.500 millones 
de pesetas desembolsados en concepto de 
inversiones en sentido estricto, sino también 
los 2.040 millones de pesetas que los compra­
dores de Hytasa tuvieron que desembolsar 
en concepto de gastos de despido. La Comi­
sión mantiene que, al evaluar el importe de 

16 — En este punto la versión francesa de la Decisión no coincide 
con las versiones española e inglesa. El texto español es el 
único auténtico. 
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una ayuda, no tiene en cuenta el coste de la 
reducción de plantilla en una empresa. Este 
enfoque parece totalmente ilógico en el caso 
de una ayuda destinada a favorecer la rees­
tructuración de una empresa deficitaria, 
reducir sus operaciones y hacerla viable eco­
nómicamente. Si la viabilidad económica sólo 
puede restablecerse mediante la reducción de 
plantilla y ésta acarrea gastos de despido 
conforme a lo dispuesto en la normativa que 
ampara los derechos de los trabajadores, está 
justificado considerar dichos costes como 
parte esencial del programa de reestructura­
ción; son tan necesarios como invertir en 
maquinaria nueva para adaptar la producción 
de la compañía. 

55. Segundo: La Decisión expone (en el 
párrafo decimoquinto de la parte VI) que: 

«[...] tras examinar minuciosamente el pro­
grama inicial de reestructuración de Hytasa y 
su versión revisada, la Comisión señaló que, 
incluso aunque estuvieran previstas varias 
reducciones de la producción y venta de bie­
nes intermedios, éstas quedaban contrarresta­
das en buena medida por el incremento de la 
producción y la venta de productos acaba­
dos. Como consecuencia de todo ello, la 
Comisión considera que el programa de rees­
tructuración de Hytasa no contiene un com­
promiso de reducción de sus actividades que 
pueda considerarse compensatorio de las 
ayudas». 

Este enfoque carece de lógica. Si Hytasa 
debía ser reestructurada a fin de restablecer 
su viabilidad económica, tenía que fabricar 
algún producto. El objetivo de toda la opera­
ción era suspender actividades que no eran 
rentables para la empresa y comenzar a pro­
ducir bienes cuya venta le reportaría benefi­
cios. Criticar el programa de reestructuración 
alegando que la reducción de la producción 
de productos intermedios por Hytasa que­
daría compensada por los aumentos en la 
fabricación de productos acabados significa 
no entender el concepto de reestructuración. 

56. A la vista de las deficiencias observadas 
en la motivación expuesta en la Decisión 
impugnada, estimo que procede anular el 
párrafo segundo del artículo 2 de la Decisión, 
el cual declara la ayuda concedida a Hytasa 
incompatible con el mercado común. 

Cuarto motivo 

57. Mediante su cuarto motivo, el Reino de 
España critica la incoherencia entre el enfo­
que adoptado por la Comisión respecto de la 
ayuda concedida durante el período com­
prendido entre 1986 y 1988 y el adoptado 
sobre la aportación de capital efectuada en la 
época de la privatización de Hytasa en 1990. 
En cuanto al primer período, la ayuda de 
7.100 millones de pesetas fue considerada 
compatible con el mercado común por estar 
destinada a sentar las bases de una reestruc-
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turación definitiva y viable de la compañía 
con arreglo a un programa que preveía inver­
siones de racionalización por un valor de 
5.000 millones de pesetas y unos costes en 
concepto de despidos de 700 millones de 
pesetas. En el segundo período, los compra­
dores de Hytasa debían pagar 2.040 millones 
de pesetas por despidos e invertir 2.500 
millones de pesetas, pero la Comisión no 
explica por qué esto no constituye una racio­
nalización y una reestructuración que justifi­
que una aportación del Estado de 4.200 
millones de pesetas (3.377.300.000 pesetas si 
se tiene en cuenta la deuda del Patrimonio 
del Estado con Hytasa, a la que se renunció). 
La única razón que explicaría la diferencia de 
trato es que la primera ayuda era una res­
puesta a circunstancias generadas con ante­
rioridad a la adhesión de España a la Comu­
nidad. El Reino de España alega que la 
acción iniciada en 1990 era la culminación de 
un proceso que había comenzado en el 
período anterior y, por lo tanto, respondía 
asimismo a circunstancias anteriores a la 
adhesión. En resumen, para el Reino de 
España el hecho de dispensar un trato dis­
tinto a la ayuda concedida en 1986-88 y a la 
aportación de capital posterior constituye 
una arbitrariedad por parte de la Comisión. 
Alega que el no dar una motivación adecuada 
a la diferencia de trato infringe el artícu­
lo 190 del Tratado. 

58. En vista de la conclusión a la que he lle­
gado en el tercer motivo, abordaré el pre­
sente motivo de forma sucinta. 

59. Por deficiente que sea su motivación, no 
creo que la Decisión impugnada deba anu­
larse basándose únicamente en la diferencia 
de trato entre las primeras ayudas y las últi­
mas. Cabe alegar que la Comisión mostró 
una benevolencia excepcional en relación con 
las ayudas concedidas entre 1986 y 1988. 
Apoyándose en una visión retrospectiva, 
podría cuestionarse la declaración de que 
dicha ayuda representaba un esfuerzo mayor 
por sentar las bases de una reestructuración 
definitiva y viable de la compañía. Sin 
embargo, el hecho de que la Comisión se 
mostrara benevolente con la primera ayuda 
no significa que debiera serlo en la misma 
medida con la ayuda concedida en julio de 
1990. Por el contrario, la Comisión podía 
pensar que en los primeros años de pertenen­
cia de España a la Comunidad debía adop­
tarse una actitud más indulgente con las 
autoridades españolas y con las empresas 
afectadas, a fin de concederles un período de 
gracia en el que se familiarizaran con las nor­
mas del Tratado. Por la misma razón, la 
Comisión podía considerar que en julio 
de 1990 ya habían desaparecido los motivos 
para un trato especial. 

Quinto motivo 

60. El quinto y último motivo se refiere a la 
obligación de recuperar la ayuda declarada 
incompatible con el mercado común. El 
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Reino de España sostiene que esta obligación 
es contraria al principio de proporcionalidad 
y que la Decisión impugnada no contiene 
una motivación suficiente para imponer tal 
obligación. Alude igualmente a la confianza 
legítima de los beneficiarios de la ayuda. 
Alega que el perjuicio causado por la ayuda a 
la libre competencia no revestía suficiente 
gravedad para justificar una acción que 
podría provocar la liquidación de una 
empresa viable y generar con ello un 
aumento del desempleo en una región depri­
mida socialmente. 

61. Es obvio que si el párrafo segundo del 
artículo 2 de la Decisión recurrida fuere anu­
lado, como acabo de proponer, ello impli­
caría automáticamente la nulidad de las dis­
posiciones que obligan a las autoridades 
españolas a recuperar la ayuda (artículo 3) y 
a evitar la ejecución de cualquier tipo de 
acuerdo por el cual dichas autoridades deban 
compensar a los compradores de Hytasa 
como consecuencia de una obligación 
impuesta por la Decisión (artículo 4). El artí­
culo 5, que impone al Gobierno español la 
obligación de informar a la Comisión de las 
medidas adoptadas para cumplir lo dispuesto 
en la Decisión, tampoco se aplicaría. 

62. Estimo que si, no obstante, el Tribunal 
de Justicia confirmara la declaración de la 
Comisión de que la ayuda era incompatible 
con el mercado común, las disposiciones que 
obligan a las autoridades españolas a recupe­
rar la ayuda no pueden anularse por ninguna 
de las razones alegadas en el quinto motivo. 

63. Hay que tener en cuenta, esencialmente, 
que la cuestión de la recuperación nunca se 
plantearía si los Estados miembros cumplie­
ran con su obligación de informar a la Comi­
sión de los proyectos dirigidos a conceder o 
modificar ayudas con la suficiente antelación, 
según lo previsto en la primera frase del 
apartado 3 del artículo 93 del Tratado, y con 
su obligación de no ejecutar proyectos desti­
nados a conceder ayudas hasta que la Comi­
sión haya adoptado una decisión definitiva, 
como establece la última frase del apartado 3 
del artículo 93. Allí donde los Estados miem­
bros hacen caso omiso de estas obligaciones, 
la prohibición de otorgar ayudas de Estado 
prevista en el apartado 1 del artículo 92 que­
daría desprovista de eficacia si la Comisión 
no estuviera facultada para exigir la recupera­
ción de la ayuda considerada incompatible 
con el mercado común. En consecuencia, 
resulta fútil acogerse al principio de propor­
cionalidad como motivo para no recuperar 
dicha ayuda. Las acciones que son necesarias 
para garantizar la eficacia de una de las prin­
cipales prohibiciones del Tratado no pueden 
ser contrarias al principio de proporcionali­
dad. En la sentencia Bélgica/Comisión, antes 
citada, 17 el Tribunal de Justicia reconoció 
expresamente que la recuperación de una 
ayuda estatal ilegalmente otorgada no puede 
en principio considerarse desproporcionada 
en relación con los objetivos de las disposi­
ciones del Tratado en materia de ayudas de 
Estado. 

64. El hecho de que el Reino de España 
intente apoyarse en la confianza legítima de 
los beneficiarios de la ayuda es igualmente 

17 — Sentencia citada en la nota 11, apartado 66. 
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improcedente. En la sentencia Comisión/ 
Alemania (BUG-Alutechnik), 18 el Tribunal 
de Justicia declaró que aquel Estado miem­
bro cuyas autoridades hayan concedido una 
ayuda infringiendo las normas de procedi­
miento previstas en el artículo 93 no podrá 
invocar la confianza legítima de los benefi­
ciarios para incumplir la obligación de adop­
tar las medidas necesarias al objeto de ejecu­
tar la Decisión de la Comisión mediante la 
cual se le ordene recuperar la ayuda. 19 En 
esta misma sentencia, el Tribunal de Justicia 
estimó que las empresas beneficiarías de una 
ayuda sólo pueden, en principio, depositar 
una confianza legítima en la validez de la 
ayuda cuando ésta se conceda con observan­
cia del procedimiento que prevé el artículo 
93. El Tribunal de Justicia señaló que todo 
agente económico diligente estará normal­
mente en condiciones de comprobar si el 
referido procedimiento ha sido observado. 20 

65. Respecto a la exigencia de motivación, 
cabe destacar que la Decisión impugnada se 
refería (en la parte VII) al asunto 
Deufil/Comisión 21 y al asunto Tubemeuse. 
Dichas sentencias establecen claramente los 
principios aplicables. La Decisión declara asi­
mismo que la recuperación de la ayuda era 
necesaria para restablecer el statu quo, supri­
miendo todo beneficio financiero de que 
haya disfrutado indebidamente la compañía 
beneficiaria de la ayuda ilegal, a partir de la 
fecha en que se pagó dicha ayuda. Esta moti­
vación es más que suficiente, en mi opinión. 

Asunto C-279/92 (Imepiel) 

66. Industrias Mediterráneas de la Piel (en lo 
sucesivo, «Imepiel») es una fábrica de curti­
dos y de calzado, cuyas instalaciones están 
situadas en Vall d'Uxó, provincia de Caste­
llón. El Estado español se hizo cargo de la 
empresa en 1976, momento en el que ésta se 
encontraba al borde de la quiebra. A partir 
de esa fecha, el 99,94 % de su capital pasó a 
ser propiedad del Patrimonio del Estado. 
Durante el período de propiedad estatal la 
compañía registró pérdidas. En los diez años 
transcurridos hasta 1987, las pérdidas ascen­
dieron a 12.700 millones de pesetas. 

67. A través de varios informes aparecidos 
en la prensa en diciembre de 1987, la Comi­
sión tuvo conocimiento de que las autorida­
des españolas habían elaborado un plan de 
recuperación de la empresa y concedido una 
aportación de capital por importe de 1.400 
millones de pesetas para cubrir las pérdidas 
sufridas en el ejercicio de 1987. En una 
reunión mantenida con la Comisión el 9 de 
junio de 1988, las autoridades españolas le 
informaron de que se había realizado otra 
aportación de capital de 1.929 millones de 
pesetas para el ejercicio de 1988, destinada a 
la reestructuración de la empresa mediante 
una reducción de plantilla. 

68. En 1988, tuvieron lugar diversas reunio­
nes entre la Comisión y las autoridades espa­
ñolas. Hubo asimismo intercambio de 

18 — Sentencia de 20 de septiembre de 1990 (C-5/89, Rec. 
p. I -3437). 

19 — Sentencia citada en la nota 18, apartado 17. 
20 — Sentencia citada en la nota 18, apartado 14. 
21 — Sentencia citada en la nota 14. 
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correspondencia. El objeto de las discusiones 
era el plan de viabilidad de Imepiel. En carta 
de 14 de diciembre de 1988, la Comisión 
informó a las autoridades españolas de la ini­
ciación de un procedimiento al amparo del 
apartado 2 del artículo 93 del Tratado, rela­
tivo a la aportación de 3.329 millones de 
pesetas a Imepiel realizada por el Estado 
español. Al responder a la carta de la Comi­
sión, el 25 de enero de 1989, las autoridades 
españolas alegaron que los fondos concedi­
dos a Imepiel entre 1986 y 1988 debían con­
siderarse en el marco de un plan de recupe­
ración en tres años que culminaría con la 
privatización de la empresa. Los objetivos 
del plan eran, entre otros, los siguientes: 

1) Conseguir la rentabilidad de la empresa 
en tres años. 

2) Una reducción de la capacidad: en el caso 
del calzado, de 3,2 millones de pares al 
año a 1,74 millones de pares; en el caso de 
los curtidos, de 20 millones de pies cua­
drados al año a 14,1 millones de pies cua­
drados. 

3) Reducción de la plantilla de 1.457 a 627 
empleados. 

69. El 17 de marzo de 1989, se informó a la 
Comisión sobre una oferta de compra de la 
empresa presentada por un grupo de empre­

sarios españoles. La oferta exigía una ayuda 
financiera estatal suplementaria de 23.000 
millones de pesetas. 

70. El 24 de enero de 1990, y tras un nuevo 
intercambio de correspondencia mantenido 
entre las autoridades españolas y la Comi­
sión durante el año 1989, esta Institución fue 
informada de los últimos detalles del plan de 
privatización propuesto. El comprador era 
una empresa denominada Círculo de Finan­
ciación y Gestión, S. A., con un capital social 
de 2.500 millones de pesetas, desembolsado 
en un 25 %. El precio de venta era de 100 
millones de pesetas. El comprador debía con­
servar la propiedad de Imepiel durante al 
menos tres años. El Patrimonio del Estado 
debía realizar una aportación de capital de 
8.500 millones de pesetas. El comprador pre­
tendía aumentar la producción de calzado 
(de 1.250.000 pares en 1989 a 3.445.000 pares 
en 1994) y de curtidos (de 8.600.000 a 
15.500.000 pies cuadrados). 

71. En una reunión celebrada el 26 de enero 
de 1990, la Comisión informó a las autorida­
des españolas de que el plan de reestructura­
ción era inaceptable debido al aumento de 
producción. N o obstante, Imepiel fue priva­
tizada el 2 de febrero de 1990. 

72. La Comisión amplió posteriormente el 
procedimiento iniciado al amparo del apar-
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tado 2 del artículo 93 del Tratado a fin de 
reflejar, entre otros, la aportación de capital 
de 8.500 millones de pesetas que debía reali­
zarse con ocasión de la privatización. 

73. En el procedimiento seguido con arreglo 
al apartado 2 del artículo 93 del Tratado, los 
Gobiernos de Alemania, Dinamarca, Italia, 
Portugal y del Reino Unido pusieron obje­
ciones a la ayuda financiera prestada a Ime-
piel por las autoridades españolas. La British 
Footwear Manufacturers Federation también 
planteó objeciones, destacando que las 
exportaciones españolas de calzado al Reino 
Unido habían aumentado y que el calzado 
español competía en el nivel más bajo del 
mercado, en el cual la competencia se basa en 
el precio más que en la calidad. 

74. El 25 de marzo de 1992, la Comisión 
adoptó la Decisión 92/318/CEE, relativa a 
las ayudas concedidas por España a Indus­
trias Mediterráneas de la Piel, S. A. (Ime-
piel). 22 Su artículo 1 declaraba que las ayu­
das concedidas entre 1986 y 1988, por valor 
de 6.029 millones de pesetas, se otorgaron de 
forma ilegal, pues se concedieron en infrac­
ción de las normas de procedimiento estable­
cidas en el apartado 3 del artículo 93 del Tra­
tado. N o obstante, dichas ayudas fueron 
declaradas compatibles con el mercado 
común, debido a que cumplían los requisitos 
establecidos en la letra c) del apartado 3 del 
artículo 92 del Tratado. 

75. Según el artículo 2 de dicha Decisión, la 
ayuda estatal de 8.400 millones de pesetas (es 
decir, la aportación de capital de 8.500 millo­
nes de pesetas menos el producto de la venta 
de 100 millones de pesetas), contenida en la 
aportación de capital realizada por el Patri­
monio del Estado a Imepiel de forma simul­
tánea a su privatización el 2 de febrero 
de 1990, es ilegal, pues el Gobierno español 
la concedió en infracción de lo dispuesto en 
el apartado 3 del artículo 93 del Tratado. Este 
mismo artículo declara después que dicha 
ayuda no cumple ninguno de los requisitos 
necesarios para la aplicación de alguna de las 
excepciones establecidas en los apartados 2 
y 3 del artículo 92 del Tratado, por lo que 
resulta incompatible con el mercado común. 

76. El artículo 3 de la Decisión obliga al 
Patrimonio del Estado a recuperar de los 
beneficiarios la ayuda de 8.400 millones de 
pesetas de conformidad con los procedimien­
tos y disposiciones de la legislación nacional, 
en particular de acuerdo con las relativas a 
los intereses de demora exigibles en concepto 
de deudas con el Estado que debían compu­
tarse desde la fecha en que se concedió la 
ayuda ilegal. 

77. El artículo 4 impone al Gobierno 
español la obligación de informar a la Comi­
sión, en el plazo de dos meses a partir de la 
fecha de notificación de la Decisión, de las 
medidas que haya adoptado para cumplir lo 
dispuesto en ella. 22 — DO L 172, p. 76. 

I - 4 1 2 6 



ESPAÑA / COMISIÓN 

78. Mediante escrito presentado en el Tribu­
nal de Justicia el 19 de junio de 1992, el 
Reino de España solicitó que se anularan los 
artículos 2, 3, 4 y 5 23 de la Decisión 92/318. 

79. En apoyo de su recurso, el Reino de 
España alegó seis motivos. Los examinaré 
uno por uno. 

Primer motivo 

80. El Reino de España aduce que la inyec­
ción de capital realizada a Imepiel en el 
momento de la privatización no constituye 
una ayuda de Estado habida cuenta de que el 
Patrimonio del Estado adoptó el comporta­
miento normal de un inversor privado. A la 
vista de la situación en que se encontraba 
Imepiel, el Estado sólo tenía dos opciones: 
enajenar o liquidar la empresa. El coste de la 
liquidación superaba con mucho el coste de 
la privatización. En particular, el Patrimonio 
del Estado tendría que haber desembolsado 
7.900 millones de pesetas en concepto de 
despido de una plantilla de 1.450 trabajado­
res. El Reino de España se refiere asimismo 
al coste de los «seguros de desempleo con 
cargo al Estado» y al coste de la financiación 
de «ayudas públicas para la regeneración del 
tejido industrial». Y concluye que, por con­
siguiente, «los costes económicos derivados 
de las consecuencias sociales de la liquida­
ción» habrían sobrepasado con creces lo que 

supusieron las aportaciones de capital critica­
das por la Comisión y alega que el área afec­
tada es una «zona especialmente deprimida 
en la que el 80 % del empleo depende de la 
fábrica de Imepiel». 

81. Las alegaciones expuestas en relación con 
este motivo se asemejan a las formuladas en 
el segundo motivo invocado en el asunto 
C-278/92. Por razones análogas a las referi­
das en los puntos 26 a 30 de las presentes 
conclusiones, estas alegaciones son clara­
mente infundadas. Un inversor privado nor­
mal no aportaría 8.500 millones de pesetas al 
capital de una empresa y estipularía simultá­
neamente la venta de la compañía por 100 
millones de pesetas. En el asunto presente, se 
deduce claramente del escrito de recurso pre­
sentado por el Reino de España que éste 
estaba aplicando mal el criterio del inversor 
privado, pues incluyó en el coste de la liqui­
dación de Imepiel el coste de los seguros de 
desempleo con cargo al Estado y el coste de 
las ayudas públicas para la regeneración del 
tejido industrial. Es obvio que estos factores 
de coste carecen de relevancia a efectos del 
criterio del inversor privado. 

Segundo motivo 

82. El Reino de España señala que el apar­
tado 1 del artículo 92 del Tratado declara que 
serán incompatibles con el mercado común 
las ayudas que «falseen o amenacen falsear la 

23 — El artículo 5 se limita a establecer que el destinatario de la 
Decisión es el Reino de España. 
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competencia, favoreciendo a determinadas 
empresas o producciones» y «en la medida 
en que afecten a los intercambios comerciales 
entre Estados miembros». 

83. El Reino de España considera que la 
aportación de capital efectuada por el Patri­
monio del Estado no distorsiona la compe­
tencia entre los Estados miembros. La parte 
de Imepiel en el mercado europeo es margi­
nal y las aportaciones en litigio no han pro­
vocado ninguna discriminación contra las 
empresas competidoras. Aporta cifras con­
cretas a fin de evaluar la parte de Imepiel en 
el mercado: tras la privatización, su cuota era 
de un 1,5 % en el mercado español y de 
un 0,8 % en el mercado comunitario; 
desde 1988, su producción no había superado 
el 0,2 % de la producción comunitaria glo­
bal. 

84. El Reino de España subraya igualmente 
que el capital aportado por el Estado estaba 
destinado a liquidar las deudas anteriores de 
Imepiel. Su finalidad era sanear financiera­
mente la empresa y permitir su subsistencia. 

85. Este motivo es claramente infundado. A 
la vista de los hechos referidos en la Decisión 
impugnada, no puede mantenerse seriamente 
que la concesión de 8.400 millones de pesetas 

a Imepiel no amenazaba «falsear la compe­
tencia, favoreciendo a determinadas empresas 
o producciones» o que no afectaría a los 
intercambios comerciales entre Estados 
miembros. Como consecuencia de la ayuda 
concedida, una empresa deficitaria pudo sub­
sistir y planificar un aumento muy impor­
tante de su producción: su producción de 
calzado debía aumentar de 1.250.000 pares 
en 1989 a 3.445.000 pares en 1994, y su pro­
ducción de curtidos, de 8.600.000 a 
15.500.000 pies cuadrados durante el mismo 
período. Estas cantidades de producción son 
muy sustanciales y podían satisfacer las nece­
sidades de los consumidores en España, en 
otros Estados miembros o en países terceros. 
Las consideraciones antes expuestas en los 
puntos 33 a 35 son igualmente aplicables al 
comercio del calzado. 

86. Si bien la parte de Imepiel en el mercado 
total del calzado en la Comunidad, el cual 
asciende a 1.290 millones de pares, puede ser 
pequeña en términos de porcentaje, ello se 
debe a la fragmentación del sector de fabrica­
ción del calzado, el cual cuenta, según la 
Decisión impugnada, con unas 15.000 
empresas de un promedio de 24 trabajadores. 
En consecuencia, Imepiel es un fabricante 
destacado. Además, como indicó la Comi­
sión en la Decisión impugnada, el comercio 
intracomunitario representa el 42 % de la 
producción comunitaria. En tales circunstan­
cias, una ayuda que permite a una fábrica en 
crisis no sólo subsistir sino duplicar su pro­
ducción no podía dejar de afectar a los inter­
cambios comerciales entre Estados miem­
bros. 
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87. Respecto a la alegación de que el capital 
aportado por el Estado estaba destinado a 
liquidar las deudas anteriores de Imepiel, 
debo manifestar su improcedencia. Sin la 
ayuda, la compañía tendría que haber recu­
rrido a otras fuentes de financiación a fin de 
liquidar dichas deudas y es posible que no 
hubiera podido sobrevivir. Se mire como se 
mire, es evidente que la ayuda contribuyó a 
fortalecer la posición de Imepiel en el mer­
cado. 

88. En cuanto a la alegación de que la ayuda 
no ha provocado ninguna discriminación 
frente a las empresas competidoras, hay que 
decir que resulta simplemente absurda. El 
rasgo que caracteriza a las ayudas de Estado 
es que falsean la competencia, favoreciendo a 
determinadas empresas (las que reciben la 
ayuda) en detrimento de otras (las que no la 
reciben). Para no ser discriminatorias, las 
ayudas deberían concederse en la misma 
cuantía a todos y cada uno de los producto­
res de calzado de la Comunidad. 

Tercer motivo 

89. El Reino de España alega que, en caso de 
que se consideraran ayudas de Estado las 
aportaciones de capital realizadas a Imepiel 
con ocasión de su privatización, deberían, no 
obstante, declararse compatibles con el mer­
cado común de acuerdo con lo previsto en la 
letra c) del apartado 3 del artículo 92. Según 

el Reino de España, las aportaciones concedi­
das a Imepiel eran ayudas sectoriales, es 
decir, ayudas destinadas a facilitar ciertas 
adaptaciones o el repliegue de ciertas activi­
dades. Las ayudas concedidas a Imepiel 
reunían los requisitos de la letra c) del apar­
tado 3 del artículo 92, dado que: i) eran abso­
lutamente necesarias atendiendo a la situa­
ción de la industria de que se trata; ii) tenían 
por objeto final restaurar la viabilidad de la 
empresa a largo plazo; iii) estaban totalmente 
vinculadas al programa de reestructuración 
que comprendía un plan de viabilidad sus­
crito por el Patrimonio del Estado y por los 
compradores, y iv) eran proporcionadas, ya 
que las distorsiones en el mercado eran míni­
mas. 

90. El principal objetivo de las ayudas con­
cedidas a Imepiel era su adaptación a un mer­
cado en libre competencia. Imepiel había 
sido nacionalizada en un momento en que el 
Estado español aplicaba una política indus­
trial no siempre basada en los principios del 
libre mercado. La adhesión de España a la 
Comunidad exigía cambios radicales en dicha 
política. La ayuda concedida a Imepiel estaba 
destinada a facilitar el proceso de adaptación 
mencionado. 

91. El Reino de España alega asimismo que 
Imepiel está situada en una región que regis­
tra un nivel de desempleo muy elevado, cali­
ficada por la Comisión como zona promo-
cionable mediante «incentivos económicos». 
Imepiel proporciona, directa o indirecta­
mente, el 80 % del empleo existente en la 
zona de Vall d' Uxó. 
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92. Las consideraciones expuestas en el 
punto 44 de las presentes conclusiones, en 
relación con el margen de apreciación de la 
Comisión a la hora de determinar si la ayuda 
es compatible con el mercado común, son 
igualmente aplicables en el presente caso. 

93. Aunque el Reino de España alude al alto 
nivel de desempleo existente en la región de 
Vall d'Uxó, no invoca la letra a) del apar­
tado 3 del artículo 92 del Tratado en el pre­
sente caso y se ampara únicamente en la letra 
c) del apartado 3 del artículo 92. En la Deci­
sión recurrida, la Comisión declaró que la 
letra a) del apartado 3 del artículo 92 no era 
de aplicación, ya que Vall d'Uxó no era una 
región en la que el nivel de vida sea anormal­
mente bajo o en la que exista una grave situa­
ción de desempleo. He dicho ya que la dis­
tinta redacción de las disposiciones 
contenidas en las letras a) y c) del apartado 3 
del artículo 92 implica que la Comisión 
debería ser más estricta al aplicar la letra c). 
La Comisión debe considerar, en particular, 
si la ayuda altera las condiciones de los inter­
cambios en forma contraria al interés común. 

94. Las ayudas concedidas con arreglo a lo 
previsto en la letra c) del apartado 3 del artí­
culo 92 pueden estar destinadas a facilitar el 
desarrollo de determinadas actividades eco­
nómicas (ayudas sectoriales) o el desarrollo 
de determinadas regiones económicas (ayu­
das regionales). La Decisión impugnada (en 
la parte VI) consideró, en un primer 

momento, la posibilidad de autorizar la 
ayuda concedida a Imepiel como una ayuda 
regional. Esta posibilidad fue rechazada por 
varias razones: el importe de la ayuda supe­
raba el tope (30 % de las inversiones produc­
tivas) fijado por la Comisión para las ayudas 
regionales destinadas a la zona de Vall 
d'Uxó; la decisión de incluir esta zona entre 
las que pueden recibir ayudas regionales fue 
adoptada por la Comisión para estimular la 
diversificación, sobre todo como red de 
seguridad por la reducción de plantilla de 
Imepiel, y no con la finalidad de ayudar 
específicamente a esta empresa; las ayudas se 
concedieron en virtud de una decisión ad hoc 
y revestía además las características de una 
ayuda de funcionamiento concedida a una 
empresa en dificultades, ya que no estaba 
condicionada a la realización de inversiones 
o a la creación de puestos de trabajo. La 
Comisión afirmó que, aunque hubiera que 
considerar esta ayuda como una ayuda regio­
nal, la ayuda sólo estaría justificada si contri­
buyera al desarrollo real y a largo plazo de la 
región, necesario para la viabilidad de la 
empresa interesada, y si la empresa contara 
con un plan de reestructuración que refor­
zara la situación de competencia. Aunque 
algo lacónica a este respecto, parece dedu­
cirse de la Decisión recurrida que no se cum­
plían tales requisitos. 

95. Por lo que se refiere a la cuestión de si la 
ayuda podría justificarse como ayuda secto­
rial, la Comisión expuso en la Decisión recu­
rrida que optaba por un criterio estricto res­
pecto a las ayudas concedidas a las empresas 
en dificultades, ya que se corre el riesgo de 
transferir el desempleo y los problemas 
industriales de un Estado miembro a otro; 
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dichas ayudas mantienen el statu quo, pues 
impiden que las fuerzas del mercado produz­
can su efecto normal en relación con la des­
aparición de empresas no competitivas. La 
Decisión sigue diciendo que la Comisión 
exige que las ayudas a las empresas en difi­
cultades estén estrictamente condicionadas a 
la aplicación de un programa sólido de rees­
tructuración o reconversión capaz de recupe­
rar la viabilidad del beneficiario a largo 
plazo. Debe existir también una «compensa­
ción de la ayuda en forma de contribución 
del beneficiario al desarrollo del sector en su 
conjunto a escala comunitaria, mediante una 
reducción de su presencia en el mercado». La 
Decisión recurrida no se pronuncia sobre la 
viabilidad de Imepiel a la luz del programa 
de reestructuración puesto en marcha en el 
momento de la privatización, pero rechaza 
dicho programa por no contener ninguna 
compensación por la concesión de la ayuda. 
La objeción fundamental de la Comisión 
parece ser que Imepiel, lejos de reducir y de 
dar una nueva orientación a sus actividades, 
iba a aumentar su producción. 

96. N o creo que pueda acusarse a la Comi­
sión de haber excedido el amplio margen de 
apreciación que le confiere le letra c) del 
apartado 3 del artículo 92 del Tratado al deci­
dir que la ayuda concedida a Imepiel no 
puede declararse compatible con el mercado 
común, ni como ayuda regional ni como 
ayuda sectorial. Opino que la Comisión 
acertó al subrayar que las ayudas de rescate, 
destinadas a salvar a una empresa de las con­
secuencias normales de su incapacidad para 

mantener su competitividad, deben juzgarse 
con criterios especialmente estrictos. 

97. El hecho de que una empresa anterior­
mente rentable registre constantemente pér­
didas de ventas durante un período de varios 
años indica que no se ha adaptado a un mer­
cado cambiante, lo cual significa que no ha 
respondido bien a los cambios en la 
demanda, a una mayor competencia de otras 
empresas. Si los Estados miembros se dedica­
ran a rescatar empresas en la situación men­
cionada, las consecuencias para la Comuni­
dad en su conjunto serían desastrosas: la 
competencia sería falseada; las empresas efi­
caces se verían privadas, frente a las que no 
lo son, de la ventaja que representa una 
mayor competitividad, que es la recompensa 
normal de una gestión racional y de una 
visión comercial de futuro; el desempleo se 
transferiría de un Estado miembro a otro, y, 
a largo plazo, disminuirían las esperanzas de 
una industria comunitaria eficaz, capaz de 
competir con empresas de países terceros. 

98. En consecuencia, la Comisión acierta al 
considerar que las ayudas de rescate deberían 
estar condicionadas a la existencia de un pro­
grama de reestructuración sólida. Si lo que 

I -4131 



CONCLUSIONES DEL SR. JACOBS — ASUNTOS ACUMULADOS C-278/92, C-279/92 Y C-280/92 

hace la ayuda es permitir que el beneficiario 
continúe las mismas actividades que antes, 
pero a una escala mucho mayor, las posibili­
dades de que el beneficiario restablezca a 
largo plazo la viabilidad son escasas, pues es 
poco probable que, tras rescatarla del borde 
de la insolvencia, la empresa realice con 
beneficios lo que ha realizado con pérdidas 
en el pasado inmediato. En cambio, si la 
ayuda queda condicionada a la racionaliza­
ción de las operaciones por parte del benefi­
ciario, o a una redistribución de sus recursos, 
abandonando las actividades deficitarias por 
otras más rentables, en ese caso es posible, 
prima facie, autorizar la ayuda. 

99. En este sentido, existe una diferencia 
importante entre el presente caso y el de 
Hytasa, en el cual los beneficiarios de la 
ayuda pusieron en marcha un plan de rees­
tructuración que, aparentemente, represen­
taba un auténtico intento de alterar el núcleo 
de las actividades de la empresa. En el caso 
de Imepiel, no existen pruebas de que el 
comprador de la empresa pretendiera llevar a 
cabo una reestructuración importante. La 
información contenida en el Anexo II al 
escrito de recurso, facilitada a la Comisión 
por las autoridades españolas el 30 de enero 
de 1990, aporta muy pocos detalles sobre la 
forma en que los compradores de Imepiel 
pensaban alcanzar su objetivo de restablecer 
la rentabilidad de la empresa en el plazo de 
cuatro años, además de aumentando de 
forma creciente la producción de calzado. Si 
todos los fabricantes comunitarios de cal­
zado que registran pérdidas intentaran supe­
rar sus dificultades duplicando su produc­
ción con la ayuda del Estado, se produciría la 
saturación del mercado y la ruina económica 
de todos ellos. Ante tales circunstancias, 
opino que la Comisión tenía fundadas 

razones para considerar que dicha ayuda no 
era compatible con el mercado común. 

Cuarto motivo 

100. El presente motivo coincide en gran 
medida con el cuarto motivo invocado en el 
asunto C-278/92. El Reino de España alega 
que la Decisión impugnada infringe el artícu­
lo 190 del Tratado en la medida en que la 
motivación en que se basa es contradictoria. 
Lo fundamental de esta alegación es que no 
existe justificación para tratar a una ayuda 
concedida entre 1986 y 1988 de forma dife­
rente a una ayuda otorgada en el momento 
de la privatización de Imepiel. Si una diferen­
cia de trato estuviera justificada, la última 
ayuda debería haber recibido un trato más 
generoso. 

101. Estimo que procede desestimar este 
motivo por las razones expuestas en el 
punto 59 de las presentes conclusiones. 

Quinto motivo 

102. El Reino de España alega, mediante el 
quinto motivo, que la obligación de devolver 
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la ayuda es contraria a los principios de segu­
ridad jurídica y de confianza legítima. De 
acuerdo con esta tesis, la Comisión no debe 
exigir la devolución de la ayuda en todos los 
casos, sino únicamente cuando fuere opor­
tuno, y en tal caso debe aportar una motiva­
ción. La Decisión recurrida no contiene 
motivación alguna que justifique la exigencia 
de devolver la ayuda. 

103. En cuanto a la seguridad jurídica y a la 
confianza legítima, el Reino de España 
afirma que Imepiel estableció su plan de 
reestructuración basándose en que obtendría 
la cantidad pactada con el Patrimonio del 
Estado en concepto de ayuda. Por consi­
guiente, Imepiel tenía una confianza legítima 
en que la ayuda era legal. 

104. Considero que procede desestimar este 
motivo por las razones aducidas en los pun­
tos 63 a 65 de las presentes conclusiones. Si 
bien la motivación de la Decisión impugnada 
es particularmente exigua a este respecto, 
cabe destacar que hace referencia a la senten­
cia Deufil/Comisión. 24 Dado que la obliga­
ción de recuperación es la consecuencia 
lógica de conceder una ayuda sin esperar a 
que la Comisión la autorice, no creo que esta 
Institución esté obligada a dar los motivos 
específicos que la llevan a ejercer una facul­
tad que el Tribunal de Justicia le atribuye en 
la sentencia Deufil/Comisión. 

Sexto motivo 

105. Mediante el sexto motivo, el Reino de 
España alega que la actual situación de Ime­
piel, incursa en un procedimiento de suspen­
sión de pagos, impide al Reino de España 
cumplir con su obligación de recuperar la 
ayuda. 

106. En mi opinión, procede desestimar este 
motivo, dado que la validez de la Decisión 
impugnada debe examinarse a la luz de las 
circunstancias concurrentes en el momento 
de su adopción. La validez de la Decisión no 
puede verse afectada por el simple hecho de 
que el rumbo tomado por los acontecimien­
tos dificulte, o incluso impida, ejecutar la 
Decisión. 25 

107. Las consideraciones expuestas en el 
punto 38 de las conclusiones presentadas en 
el día de hoy por este Abogado General en el 
asunto C-42/93, relativas a la dificultad que 
presenta, en términos generales, la ejecución 
de las disposiciones del Tratado en materia 
de ayudas de Estado, son igualmente aplica­
bles al presente caso. 

24 — Citada en la nota 14 supra. 
25 — Véase la sentencia Bélgica/Comisión, citada en la nota 11, 

apañados 58 a 63. 
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Asunto C-280/92 (Intelhorce) 

108. Industrias Textiles de Guadalhorce, S. 
A., fue constituida en 1957 por el Instituto 
Nacional de Industria, «holding» español de 
propiedad pública. La empresa se dedica a la 
fabricación y comercialización de productos 
de algodón. Sus instalaciones están situadas 
cerca de la ciudad de Málaga, en la región de 
Andalucía. Sus actividades de producción 
están integradas verticalmente: comprenden 
el hilado, tejido, acabado y la confección de 
productos de algodón. A fines de los años 
sesenta, la compañía registró pérdidas 
durante varios años. Fue privatizada en 1972. 
En 1975, la empresa pasó a llamarse Intel­
horce. En la segunda mitad de los años 
setenta, la posición competitiva de la empresa 
empeoró, y en 1980 fue nacionalizada de 
nuevo a fin de mantenerla en activo y de 
proteger así el empleo. Esta nueva nacionali­
zación se llevó a cabo a través del Patrimonio 
del Estado, el cual lanzó un plan de reestruc­
turación con objeto de afianzar la viabilidad 
de la empresa. Entre 1980 y 1985, la com­
pañía llevó a cabo unas inversiones por un 
importe total de 6.000 millones de pesetas y 
una reducción de plantilla de 2.785 a 2.094 
empleados. Durante este mismo período, el 
Estado proporcionó a la empresa 17.000 
millones de pesetas en aportaciones de capi­
tal, a pesar de las cuales Intelhorce registró 
una pérdidas de 1.300 millones de pesetas 
en 1985 en un volumen de negocios de 9.400 
millones de pesetas. 

109. Como consecuencia de una denuncia, la 
Comisión, mediante escrito de 4 de abril 

de 1989, solicitó a las autoridades españolas 
que le enviaran toda la información relativa a 
las presuntas aportaciones de capital efectua­
das por el Estado para cubrir las pérdidas de 
explotación de Intelhorce tras la adhesión de 
España a la Comunidad. España facilitó la 
información solicitada mediante una serie de 
escritos dirigidos a la Comisión entre agosto 
de 1989 y mayo de 1990. Con arreglo a dicha 
información, el Estado proporcionó a Intel­
horce 7.820 millones de pesetas a través de 
cinco ampliaciones de capital efectuadas 
entre junio de 1986 y mayo de 1989. Estas 
aportaciones de capital se utilizaron funda­
mentalmente para financiar la renovación de 
equipos y los costes de las operaciones de 
reducción de plantilla. Entre 1986 y 1989, 
Intelhorce gastó 5.000 millones de pesetas en 
inversiones y más de 1.100 millones de pese­
tas en la reducción de plantilla, que de 1.883 
empleados a finales de 1986 pasó a ser de 
1.617 en junio de 1989. Intelhorce registró 
pérdidas de 2.093 millones de pesetas en 1986 
y de 2.413 millones de pesetas en 1988. 

110. Las autoridades españolas informaron 
también a la Comisión de su decisión de pri­
vatizar Intelhorce. En enero de 1988, se 
envió un folleto de promoción a 106 empre­
sas que podrían estar interesadas en la com­
pra de Intelhorce. Tras negociaciones con los 
adquirentes potenciales, se admitieron tres 
ofertas finales de compra. Las autoridades 
españolas seleccionaron la oferta presentada 
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por Benorbe, S. A., y Benservice, S. A., 
empresas pertenecientes al grupo Benetton. 
Las condiciones de venta de Intelhorce eran 
las siguientes: 

— Antes de concluir la operación de venta, 
el Estado proporcionaría 5.869 millones 
de pesetas a Intelhorce en forma de capi­
tal adicional suscrito por el Patrimonio 
del Estado. 

— Los adquirentes se harían cargo del capi­
tal de Intelhorce por 2.000 millones de 
pesetas, de los cuales Benorbe pagaría 
el 70 % y Benservice el 30 %. El precio 
se abonaría en tres plazos de 700 millo­
nes, 700 millones y 600 millones de pese­
tas, que serían satisfechos el 1 de junio de 
los años 1991, 1992 y 1993, respectiva­
mente. 

— Los nuevos propietarios suscribirían una 
ampliación de capital de 2.000 millones 
de pesetas, de los que el 25 % se desem­
bolsaría en el momento de la venta. 

También se estipuló que los nuevos propieta­
rios se comprometían a no solicitar al Estado 
la autorización para efectuar reducciones de 
plantilla temporales en Intelhorce durante un 
período de tres años a partir del momento de 
la compra y a no vender la participación 

adquirida durante un período de cuatro años 
a partir de la compra. 

111. Las autoridades españolas informaron a 
la Comisión de que las otras dos ofertas fina­
les resultaban más costosas para el Estado, 
pues en ambas se exigían mayores desembol­
sos del Estado, mientras que ofrecían un pre­
cio simbólico por la adquisición de Intel­
horce. Las autoridades españolas alegaron 
igualmente que la oferta seleccionada era la 
que presentaba más posibilidades de éxito en 
términos de viabilidad industrial, a la vista 
del programa de reestructuración a cinco 
años presentado por los compradores. 

112. El 25 de julio de 1990, la Comisión 
decidió iniciar el procedimiento del apar­
tado 2 del artículo 93 del Tratado respecto de 
las aportaciones de capital de 13.689 millones 
de pesetas, proporcionados por el Estado a 
Intelhorce entre el momento de la adhesión 
de España a la Comunidad, el 1 de enero 
de 1986, y la privatización efectiva de la 
empresa en agosto de 1989. (Esto es, los 
7.820 millones de pesetas aportados entre 
junio de 1986 y mayo de 1989, más los 5.869 
millones de pesetas en forma de capital adi­
cional suscrito en la privatización.) El proce­
dimiento se extendía también a las ayudas 
adicionales que el Estado pudiera haber con­
cedido por su privatización, al aceptar un 
precio de compra inferior al valor neto de la 
empresa. La decisión de la Comisión de ini­
ciar el procedimiento del apartado 2 del artí­
culo 93 fue notificada al Gobierno español 
el 18 de septiembre de 1990. 
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113. Durante el procedimiento, el Gobierno 
español, en relación con las ampliaciones de 
capital efectuadas entre junio de 1986 y 
mayo de 1989, alegó que formaban parte de 
un plan de reestructuración destinado a 
garantizar la viabilidad de la empresa y que 
las inversiones realizadas por el Gobierno se 
basaban en criterios sólidos que hubiera apli­
cado igualmente un inversor privado; que las 
aportaciones de capital no habían afectado de 
forma adversa a la competencia en el mer­
cado común, puesto que la presencia de la 
empresa en el mercado se había reducido 
durante dicho período; y que las aportacio­
nes, en concreto las realizadas en 1986 
y 1987, fueron la respuesta a unas circunstan­
cias creadas antes de la adhesión de España a 
la Comunidad. 

114. En cuanto a las condiciones de venta de 
Intelhorce, las autoridades españolas mani­
fiestan que tampoco incluían ayudas estata­
les, ya que la compañía se había vendido al 
mejor postor, tras ponerla a la venta en el 
mercado internacional. Afirma, además, que 
al valorar Intelhorce debe tenerse en cuenta 
su posición comercial, en particular sus cuan­
tiosas pérdidas en 1988 y 1989. También 
debe tenerse en cuenta el coste de la reduc­
ción de plantilla de Intelhorce: la supresión 
de 650 puestos de trabajo de acuerdo con el 
programa de reestructuración costaría 3.600 
millones de pesetas. 

115. El Reino de España señaló que, aunque 
las condiciones de venta incluyeran ayudas, 
éstas estaban justificadas con arreglo a la 
letra a) del apartado 3 del artículo 92 del Tra­
tado como ayudas económicas de carácter 
regional, dado que la empresa estaba situada 
en Málaga, zona clasificada por la Comisión 
como apta para recibir ayudas, y que la ope­
ración estaba destinada a lograr la recupera­
ción total de la empresa. 

116. Al intentar justificar su ayuda financiera 
para la privatización de Intelhorce, el Reino 
de España pone gran énfasis en el programa 
de reestructuración estipulado con los com­
pradores. Dicho programa incluía la creación 
de una doble red de tiendas de artículos aca­
bados de producción propia, en la gama de 
ropa de casa y confección, con diseños inno­
vadores y una nueva marca registrada. Al 
parecer, el programa de reestructuración tuvo 
que ser revisado posteriormente, en parte a 
consecuencia de las inundaciones producidas 
en la provincia de Málaga, que afectaron a la 
capacidad de producción de Intelhorce. 

117. El 25 de marzo de 1992, la Comisión 
adoptó la Decisión 92/321/CEE, relativa a 
las ayudas concedidas por España a Intel­
horce, S. A. (antes Industrias Textiles de 
Guadalhorce, S. A.), denominada actual­
mente G. T. E., General Textil España, S. A., 
fabricante, de propiedad estatal, de tejidos de 
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algodón. 26 El artículo 1 de la Decisión decla­
raba que las ayudas concedidas a Intelhorce 
en forma de aportaciones de capital por valor 
de 7.820 millones de pesetas durante el 
período comprendido entre 1986 y mayo 
de 1989 fueron otorgadas de forma ilegal, 
por haberse infringido las normas de proce­
dimiento establecidas en el apartado 3 del 
artículo 93 del Tratado. No obstante, dichas 
ayudas fueron declaradas compatibles con el 
mercado común, de acuerdo con lo previsto 
en la letra c) del apartado 3 del artículo 92 
del Tratado. 

118. Según el artículo 2 de la Decisión, la 
ayuda estatal de 4.405 millones de pesetas 
contenida en la aportación de capital reali­
zada por el Patrimonio del Estado a Intel­
horce antes de la privatización de dicha 
empresa en agosto de 1989 es ilegal, dado 
que fue concedida en infracción de lo dis­
puesto en el apartado 3 del artículo 93 del 
Tratado. Además, dicha ayuda fue declarada 
incompatible con el mercado común por no 
cumplir ninguno de los requisitos necesarios 
para la aplicación de alguna de las excepcio­
nes establecidas en los apartados 2 y 3 del 
artículo 92 del Tratado. A la cifra de 4.405 
millones de pesetas se llegó de la siguiente 
forma. La Comisión dedujo de la aportación 
de capital por valor de 5.869 millones de 
pesetas el precio pagado por Benorbe y Ben-
service por su participación en Intelhorce. 
Sin embargo, en lugar de limitarse a deducir 
2.000 millones de pesetas, la Comisión tuvo 
en cuenta el hecho de que el precio se pagaría 
en tres plazos: en 1991, 1992 y 1993. Apli­
cando un «tipo de actualización» del 12,1 %, 
la Comisión calculó que el valor real, en el 
momento de la venta, de la suma pagada por 
Benorbe y Benservice por la adquisición de 
Intelhorce era de 1.464 millones de pesetas. 

Por tanto, la parte de ayuda estatal de la ope­
ración ascendía a 4.405 millones de pesetas 
(5.869 — 1.464 = 4.405). 

119. El artículo 3 de la Decisión obligaba al 
Patrimonio del Estado a recuperar de Intel­
horce (o G. T E., General Textil España, S. 
A., que es su nombre actual) la ayuda de 
4.405 millones de pesetas. Dicha ayuda debía 
recuperarse de conformidad con los procedi­
mientos y las disposiciones de la legislación 
nacional, más los intereses desde la fecha de 
concesión de la ayuda. 

120. El artículo 4 imponía al Gobierno 
español la obligación de informar a la Comi­
sión de las medidas adoptadas para cumplir 
lo dispuesto en la Decisión en el plazo de 
dos meses a partir de la fecha de su notifica­
ción. 

121. Mediante escrito presentado en el Tri­
bunal de Justicia el 19 de junio de 1992, el 
Reino de España solicitó al Tribunal de Jus­
ticia que anulara la Decisión 92/321. 

122. El escrito de recurso presentado por el 
Reino de España, el cual está estructurado de 
forma un poco diferente a los presentados en 
los asuntos C-278/92 y C-279/92, invoca tres 
motivos. Los examinaré de manera sucesiva. 26 — DO L 176, p. 57. 

I -4137 



CONCLUSIONES DEL SR. JACOBS — ASUNTOS ACUMULADOS C-278/92, C-279/92 Y C-280/92 

Primer motivo 

123. El Reino de España alega que el capital 
aportado a Intelhorce no constituye una 
ayuda de Estado, en el sentido del artículo 92 
del Tratado, por dos razones. 

124. En primer lugar, la aportación de capi­
tal no afectó a los intercambios entre los 
Estados miembros. El Reino de España alega 
que, en la Decisión impugnada, la Comisión 
se limita a analizar la situación general del 
sector textil en la Comunidad y no aporta 
información relativa al mercado español o 
sobre la situación específica de Intelhorce. 
En consecuencia, la Decisión no motiva la 
declaración de que la ayuda económica pres­
tada a Intelhorce afectó a los intercambios 
entre los Estados miembros. 

125. En segundo lugar, la acción llevada a 
cabo por el Estado corresponde a la con­
ducta normal de un inversor privado. Intel­
horce fue vendida al mejor postor y la solu­
ción adoptada era la más ventajosa desde el 
punto de vista económico. La venta tuvo 
lugar en condiciones de transparencia 
mediante una licitación internacional que no 
imponía condiciones previas y que estaba 

abierta a cualquier posible comprador. La 
oferta aceptada era la más conveniente para 
el Estado desde un punto de vista estricta­
mente financiero, ya que las ofertas restantes 
exigían una mayor aportación de capital esta­
tal. La única alternativa a la privatización era 
la liquidación de la empresa, pero ésta habría 
implicado un coste muy superior por distin­
tos conceptos, como el despido de la plantilla 
de 1.671 trabajadores (11.362,8 millones de 
pesetas) y prestaciones por desempleo (que 
habrían costado al Estado 3.000 millones de 
pesetas). El Reino de España menciona igual­
mente el coste de las ayudas para la regene­
ración del tejido industrial de la región afec­
tada y afirma que la liquidación no habría 
sido una solución factible desde el punto de 
vista político y social, dado que Intelhorce 
era una empresa pública situada en una 
región con un alto índice de desempleo, un 
notable déficit industrial y una «fuerte opo­
sición social» a dicha alternativa. Málaga es 
una provincia con un bajo nivel de desarrollo 
y una tasa de desempleo elevada (28,8 % 
frente a la media nacional de 18,5 %) . Intel­
horce es la primera empresa de la provincia 
por el número de trabajadores y representa 
el 1 % del empleo total. Por último, el Reino 
de España alega, como en el caso C-278/92, 
la necesidad de evitar el deterioro de la ima­
gen del Patrimonio del Estado. 

126. A mi juicio, procede desestimar este 
motivo. En lo que se refiere, en primer lugar, 
al efecto sobre el comercio entre los Estados 
miembros, las consideraciones expuestas en 
los puntos 33 a 35 en relación con el asunto 
C-278/92 son aplicables mutatis mutandi al 
presente caso. Además, la Decisión impug-
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nada contiene información detallada sobre el 
comercio intracomunitário de productos de 
algodón. La Decisión indica (en la parte IV) 
que la producción global de textiles de la 
Comunidad en 1988 fue de 86.691 millones 
de ecus, de los que más del 20 % corres­
pondía al sector del algodón; la producción 
española representa el 11 % de la producción 
comunitaria de hilados y el 13 % de la de 
tejidos; el comercio intracomunitário de pro­
ductos de algodón es muy considerable, y 
representa el 22, 34 y 63 %, respectivamente, 
de la producción comunitaria de hilados, teji­
dos y productos acabados; Intelhorce toma 
parte en este comercio y ocupa una «impor­
tante posición en el mercado español, como 
reconocen las autoridades españolas». La 
Decisión indica asimismo que el mercado de 
los textiles de algodón «es uno de los que 
ocupan las primeras posiciones en la escala 
de sensibilidad a causa del estancamiento de 
la demanda y de una creciente presión de las 
importaciones de terceros países, que pro­
voca una caída de precios y una gran propor­
ción de capacidad inactiva». Si bien la Deci­
sión no indica con precisión la cuota de 
mercado de Intelhorce o el porcentaje de 
productos que exporta a otros Estados 
miembros, la motivación referida resulta ade­
cuada a la luz de la jurisprudencia citada en 
los puntos 33 y 34 de las presentes conclu­
siones. 

127. En cuanto a la aplicación del criterio del 
inversor privado, las consideraciones realiza­
das en los puntos 28 a 30 a propósito del 
asunto C-278/92 deben también aplicarse al 
presente caso. En el asunto que nos ocupa, 
las autoridades españolas aportaron 5.869 
millones de pesetas al capital de Intelhorce y 

simultáneamente vendieron la compañía por 
2.000 millones de pesetas. Esta acción no es 
propia de un inversor privado racional que 
aplique criterios normales de prudencia 
comercial. Además, como en el caso 
C-279/92, del escrito de recurso presentado 
por el Reino de España se desprende clara­
mente que su interpretación del criterio del 
inversor privado es equivocado: al intentar 
demostrar que el coste de la liquidación 
habría superado con mucho al de la privati­
zación en las condiciones pactadas con 
Benorbe y Benservice, el Reino de España 
hace referencia al coste del seguro por des­
empleo así como a las ayudas para la regene­
ración del tejido industrial de la región afec­
tada, y hace hincapié en la dimensión política 
y social del problema. Estas consideraciones 
son irrelevantes a efectos del criterio del 
inversor privado. 

128. Por último, procede desestimar la alega­
ción basada en la necesidad de salvaguardar 
la imagen del Patrimonio del Estado por las 
razones referidas en el punto 30. 

Segundo motivo 

129. El Reino de España afirma que si el 
capital aportado a Intelhorce con ocasión de 
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su privatización constituyera una ayuda, 
debería declararse compatible con el mercado 
común según lo previsto en las letras a) y c) 
del apartado 3 del artículo 92 del Tratado. 

130. Por lo que se refiere a la letra a) del 
apartado 3 del artículo 92, el Reino de 
España afirma que los compradores de Intel-
horce se comprometieron a un importante 
esfuerzo financiero y organizativo para 
lograr la viabilidad de la empresa, del que el 
elemento determinante es el «know-how». 
La venta no pretende en absoluto conservar 
la situación de la empresa artificialmente, 
sino que intenta garantizar su recuperación 
económica, técnica y financiera. El plan de 
recuperación preveía una reducción de plan­
tilla del 40 % y una disminución de la pro­
ducción de los productos tradicionales de 
Intelhorce. Así, se preveía que a finales 
de 1993 su producción de hilados se redu­
ciría en un 21 % y su producción de tejidos 
en un 50 %. 

131. En cuanto a la letra c) del apartado 3 
del artículo 92, el Reino de España rebate la 
tesis de la Comisión de que esta disposición 
no era aplicable a falta de un programa 
sólido de reestructuración o reconversión. El 
Reino de España insiste en que toda la ope­
ración de privatización estaba centrada en el 
plan de viabilidad presentado por las empre­
sas compradoras. Además, sí que había exis­
tido una auténtica reducción de la capacidad 

de producción de Intelhorce. Como comple­
mento de las cifras aportadas con anteriori­
dad, el Reino de España expone que el volu­
men de negocios de Intelhorce en 1990, 1991 
y 1992 fue de 7.000 millones, 6.300 millones 
y 5.670 millones de pesetas, respectivamente. 

132. El Reino de España alega que la Comi­
sión se contradice cuando afirma que la 
ayuda concedida entre 1986 y mayo de 1989 
cumplía los requisitos de la letra c) del apar­
tado 3 del artículo 92, pero no así la ayuda 
concedida para la privatización de Intelhorce. 
Según el Reino de España, la Decisión 
impugnada no contiene ninguna motivación 
que justifique esta diferencia de trato. 

133. Procede hacer constar que, como en el 
asunto C-278/92, el Reino de España invoca 
a un tiempo la letra a) y la letra c) del apar­
tado 3 del artículo 92 del Tratado. N o se dis­
cute que Málaga, como Sevilla, es una región 
aquejada de un grave subempieo, lo que sig­
nifica que la letra a) del apartado 3 del artí­
culo 92 puede ser aplicable, en principio. Los 
comentarios referidos en los puntos 43 a 45 
acerca de la relación entre la letra a) y la letra 
c) del apartado 3 del artículo 92 son aplica­
bles al presente caso. 
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134. Resulta claramente de la Decisión 
impugnada en el presente asunto y en el 
asunto C-278/92 que la Comisión estima que 
la aplicación de la letra a) del apartado 3 del 
artículo 92 debe reservarse, en la medida de 
lo posible, a las ayudas concedidas en el 
marco de un programa general de ayudas 
regionales. La Comisión se resiste a extender 
la aplicación de la letra a) del apartado 3 del 
artículo 92 a la concesión de ayudas ad hoc 
en forma de aportaciones discrecionales de 
capital (véanse los párrafos sexto y séptimo 
de la parte VII de la Decisión 92/321). Sin 
embargo, la Comisión está dispuesta a auto­
rizar dichas ayudas excepcionalmente, siem­
pre que la ayuda contribuya al «desarrollo a 
largo plazo de la región», lo que significa que 
la ayuda «debe servir al menos para restable­
cer la viabilidad de la empresa [...] sin dar 
lugar a efectos negativos inaceptables en las 
condiciones de competencia dentro de la 
Comunidad» (véase el párrafo séptimo de la 
parte VII de la Decisión). La Comisión alude 
asimismo —si bien más en relación con la 
aplicación de la letra c) del apartado 3 del 
artículo 92— a la necesidad de una «justifica­
ción compensatoria de las ayudas de forma 
que el beneficiario contribuya a la realización 
de los objetivos de la Comunidad, sobre y 
por encima del juego normal de las fuerzas 
del mercado alteradas por las ayudas, de 
acuerdo con lo previsto en el apartado 3 del 
artículo 92 del Tratado CEE» (véase el 
párrafo duodécimo de la parte VII de la 
Decisión). 

135. El concepto de justificación compensa­
toria, que es un tema recurrente en las Deci­
siones de la Comisión en la materia, parece 
significar que, para justificar la concesión de 
la ayuda de Estado, la empresa de que se 
trata debe contribuir positivamente a la posi­
ción competitiva de la Comunidad en su 

conjunto, por ejemplo reduciendo su capaci­
dad productiva, disminuyendo su produc­
ción de productos sensibles de los que el 
mercado está saturado y canalizando sus 
energías productivas hacia sectores de la eco­
nomía menos perturbados por el fenómeno 
de una exceso de oferta y una demanda insu­
ficiente. 

136. En otras palabras, la Comisión se mues­
tra hostil a las ayudas ad hoc que no harían 
sino inducir al beneficiario a aumentar la 
producción de bienes para los que no existe 
una demanda real, habida cuenta de que ello 
no contribuiría en nada a restablecer la viabi­
lidad del beneficiario a largo plazo y agra­
varía las condiciones de competencia dentro 
de la Comunidad. Por otra parte, la Comi­
sión miraría favorablemente las ayudas ad 
hoc que permiten al beneficiario adaptarse a 
los cambios en la demanda y restablecer la 
viabilidad a largo plazo siempre que no 
impliquen un perjuicio excesivo para el 
interés común. Si este es realmente el enfo­
que de la Comisión, estimo que es el enfoque 
correcto. 

137. En la Decisión impugnada, la Comisión 
se negó a autorizar la ayuda a Intelhorce ale­
gando que los dos programas de reestructu­
ración presentados por Intelhorce y por las 
autoridades españolas no contenían una jus­
tificación compensatoria suficiente, como ha 
sido definida anteriormente, y no podían res­
tablecer la viabilidad de la empresa a largo 
plazo. En cuanto a la justificación compensa-
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toria, la Comisión indicó (en el párrafo deci­
moquinto de la parte VII de la Decisión) que 
ninguno de los programas de reestructura­
ción preveía un compromiso de reducir la 
capacidad de producción. El programa inicial 
preveía, «tanto en productos tradicionales 
como en la red de tiendas, una reactivación 
del funcionamiento de la empresa mediante 
un incremento sustancial de sus ventas glo­
bales en un 91 %, pasando de 7.754 millones 
de pesetas en 1990 a 14.787 millones de pese­
tas en 1994». Si bien el programa revisado 
preveía una ligera reducción de ventas (6,5 % 
entre 1990 y 1992), nada impedía a Intel-
horce ampliar sus actividades después 
de 1992, a fin de aprovechar su capacidad 
inactiva. 

138. En cuanto a la viabilidad de Intelhorce 
a largo plazo, la Comisión destacó que el 
principal objetivo del programa inicial era 
fortalecer la posición de Intelhorce mediante 
la creación de una doble red de tiendas de 
artículos acabados de producción propia, en 
la gama de ropa de casa y confección. Para la 
ropa de casa Intelhorce planeaba abrir quince 
tiendas propias y veintidós tiendas en con­
trato de franquicia, mientras que para la con­
fección, las cifras eran de catorce y cincuenta 
tiendas respectivamente (véanse los párrafos 
tercero y cuarto de la parte IV). Se preveía 
que las tiendas generarían unos beneficios de 
1.741 millones de pesetas en 1994 y que el 
rendimiento global de Intelhorce en ese 
mismo año sería de 1.044 millones de pesetas 
(véase el párrafo cuarto de la parte IV de la 
Decisión). El programa inicial tuvo que ser 
revisado, en parte a consecuencia de las inun­
daciones producidas en la provincia de 

Málaga en noviembre y diciembre de 1989 y 
en parte —a tenor de la Decisión 
impugnada— a consecuencia de la «evidente 
incapacidad de la empresa para emprender el 
lanzamiento de la política diseñada para los 
artículos de confección» (véase el párrafo 
octavo de la parte IV). En el programa revi­
sado se posponía indefinidamente la línea de 
confección y la correspondiente red de tien­
das, la producción disminuiría y la plantilla 
se reduciría a 1.000 trabajadores (véanse los 
párrafos octavo y noveno de la parte IV). El 
programa revisado preveía que las pérdidas 
globales pasarían de 1.894 millones de pese­
tas en 1990 a 1.712 millones de pesetas 
en 1992 (véase el párrafo décimo de la par­
te IV). 

139. Aunque la motivación de la Comisión 
respecto al tema de la viabilidad a largo plazo 
no es tan exhaustiva como podría haber sido, 
considero que existen suficientes datos en la 
anterior relación de las partes relevantes de la 
Decisión impugnada para apoyar la declara­
ción de la Comisión de que ni el programa 
inicial ni el programa revisado podían hacer 
que Intelhorce dejara de ser una empresa con 
un déficit crónico para ser una empresa via­
ble económicamente. La Comisión resume la 
catastrófica situación cuando declara (en el 
párrafo decimosexto de la parte VII) que 
tanto en el programa inicial como en el pro­
grama revisado «la empresa tenía unos resul­
tados financieros negativos». Faltaba asi-
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mismo una clara «justificación compensato­
ria», tal como ha sido definida en el 
punto 135 de las presentes conclusiones. 

140. Quizás lo más significativo sea que las 
autoridades españolas parecieron admitir que 
el programa revisado era inadecuado, como 
se deduce claramente de los cinco últimos 
párrafos de la parte VII de la Decisión. En 
ellos consta que la Comisión pidió oficial­
mente a las autoridades españolas, en una 
reunión celebrada el 18 de marzo de 1991, 
que presentaran, a más tardar el 10 de mayo 
de 1991, un nuevo plan de reestructuración. 
A pesar de haberles enviado dos recordato­
rios, las autoridades españolas no habían 
cumplido todavía esta exigencia al adoptarse 
la Decisión impugnada. N o obstante, no 
intentaron defender el programa revisado 
existente. Por el contrario, en escritos de 12 
de junio y 18 de julio de 1991, solicitaron a la 
Comisión que pospusiera la toma de una 
decisión sobre el asunto hasta que pudieran 
presentar un plan de reestructuración alter­
nativo que se estaba negociando en aquel 
momento con los nuevos propietarios. Así 
pues, es evidente que las autoridades españo­
las reconocían que el programa de reestruc­
turación era inadecuado, pero que eran inca­
paces de elaborar con los nuevos propietarios 
de Intelhorce un programa mejor. 

141. Estimo que, a la luz de las consideracio­
nes que preceden, procede desestimar el 
segundo motivo. 

Tercer motivo 

142. El Reino de España cuestiona la obliga­
ción de recuperar la ayuda impuesta al Patri­
monio del Estado por el artículo 3 de la 
Decisión impugnada. Alega que la devolu­
ción de la ayuda impondría una carga des­
proporcionada a la empresa afectada y a sus 
empleados, y que también perjudicaría a la 
situación económica de la región; que la 
Decisión impugnada aportaba una motiva­
ción insuficiente para justificar la exigencia 
de recuperar la ayuda, y que el cálculo de la 
suma que debía recuperarse era erróneo. 

143. El Reino de España alega sobre este 
último punto que si la Comisión estaba en lo 
cierto cuando, al calcular el valor de la 
ayuda, dedujo una cierta cantidad del precio 
de 2.000 millones de pesetas que Benorbe y 
Benservice pagaron por Intelhorce a fin de 
tener en cuenta el hecho de que la suma total 
no se hizo efectiva inmediatamente, debería 
haberse aplicado el mismo reajuste a las 
aportaciones de capital realizadas por el 
Patrimonio del Estado, habida cuenta de que 
también debían pagarse en una serie de pla­
zos. 

144. Dejando a un lado la alegación relativa 
a la cuantía de la ayuda concedida a Intel-
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horce, todas las alegaciones aducidas en el 
marco de este motivo coinciden en gran 
medida con las expuestas en el quinto motivo 
de los asuntos C-278/92 y C-279/92. Pro­
cede desestimarlas por las razones manifesta­
das en los puntos 63 a 65 y 104 de las presen­
tes conclusiones. 

145. Respecto a la alegación relativa a la 
cuantía, la Comisión expone dos argumentos 
en su defensa. En primer lugar, aduce que, 
con independencia del momento en que 
Intelhorce y sus compradores pudieron dis­
poner de la aportación de capital, el dinero 
fue desembolsado por el Estado en el 
momento de la transmisión de las acciones a 
los compradores; los fondos pasaron a for­
mar parte del activo de Intelhorce en el 
momento de la venta de la compañía, si bien 
se pospuso el momento en que podían dispo­
ner de los mismos. La Comisión alega que, 
normalmente, los fondos depositados en una 
cuenta bancaria generan intereses y que no 
tiene conocimiento de que no sucediera así 
en el presente caso. La Comisión afirma des­
pués, como una cuestión secundaria, que se 
enteró por la prensa de que las autoridades 
españolas habían autorizado a Intelhorce a 
disponer de los fondos en una fecha anterior 
a la estipulada inicialmente. 

146. En su réplica, el Reino de España no 
hace el menor intento de abordar la principal 

alegación de la Comisión —es decir, que los 
fondos concedidos a Intelhorce generaron 
intereses en favor de la empresa y de sus 
compradores desde la fecha de la transmisión 
de la empresa— y se centra totalmente en la 
alegación secundaria. Alega, a este respecto, 
que las fechas en que Intelhorce tendría 
acceso a las sucesivas entregas de la aporta­
ción de capital fueron adelantadas unos 
meses de acuerdo con lo previsto en el con­
trato. 

147. La cuestión de si los intereses incre­
mentaron la aportación de capital tras la 
fecha en que Intelhorce fue vendida a 
Benorbe y Benservice y en beneficio de 
quién es decisiva. Si ese dinero pasó a ser 
propiedad de Intelhorce en la fecha de la 
operación de privatización y generó intereses 
desde esa fecha a favor de Intelhorce, el 
hecho de que la compañía no pudiera dispo­
ner del dinero hasta más tarde es irrelevante 
a efectos del cálculo del importe de la apor­
tación de capital realizada por el Estado a 
favor de Intelhorce. El interés compensaría a 
Intelhorce por el retraso en la posibilidad de 
disponer de los fondos. El silencio observado 
por el Reino de España en su réplica a este 
respecto lleva inevitablemente a la conclusión 
de que la versión de los hechos expuesta por 
la Comisión en su escrito de contestación es 
correcta. Por consiguiente, no hay razones 
para poner en tela de juicio el método 
empleado en la Decisión impugnada para cal­
cular el importe de la ayuda. De ello se 
deduce que procede desestimar el tercer 
motivo en su totalidad. 
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Conclusión 

148. En consecuencia, concluyo que: en el asunto C-278/92 (Hytasa), procede anu­
lar los artículos 2, párrafo segundo, 3 y 4 de la Decisión 91/317/CEE; en los asuntos 
C-279/92 y C-280/92, se deben desestimar los recursos interpuestos por el Reino de 
España. Queda por resolver la cuestión de las costas. Si no se hubiera acordado la 
acumulación de los asuntos, estimaría que en el asunto C-278/92 cada parte debería 
cargar con sus propias costas con arreglo a lo previsto en el apartado 3 del artícu­
lo 69 del Reglamento de Procedimiento, habida cuenta de que a cada una de las par­
tes se le han estimado unas pretensiones y se le han desestimado otras; y en los 
asuntos C-279/92 y C-280/92 debería condenarse al Reino de España al pago de las 
costas de la Comisión, según lo previsto en el apartado 2 del artículo 69 del Regla­
mento de Procedimiento. Sin embargo, dado que los asuntos fueron acumulados a 
partir del escrito de contestación presentado por la Comisión, parece más apropiado 
considerar las costas de forma colectiva y acordar que cada parte cargue con las pro­
pias. 

149. De acuerdo con lo anterior, propongo al Tribunal de Justicia que: 

«1) En el asunto C-278/92, anule los artículos 2, párrafo segundo, 3 y 4 de la Deci­
sión 91/317/CEE de la Comisión. 

2) En los asuntos C-279/92 y C-280/92, desestime los recursos en su totalidad. 

3) Cada parte cargue con sus propias costas.» 
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